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a) Recurso de reposicion. b) El requerimiento. c) Plazo. d) Repre-
sentacion y defensa. €) Procedimiento. 4. LAS ESPECIALIDADES DEL
ARTICULO 48.

I. INTRODUCCION

- La Ley 40/1981, de 28 de octubre, por la que se aprueban deter-
minadas medidas sobre régimen juridico de las Corporaciones lo-
cales, regula, en sus articulos 8.° y 9.°, un sistema de impugnacién
por la Administracién del Estado, extensivo a las Comunidades Au-
ténomas (Disposicién final quinta), de actos y acuerdos dictados por
los Entes locales; sistema que entronca directamente con el princi-
pio de autonomia que la Constitucién espafiola proclama para las
Provincias y los Municipios (arts. 137 y 140). Cristaliza asi una evo-
lucién no concluida todavia, que se caracteriza, entre otras notas,
por la supresién de las funciones del Gobernador civil en orden a la
suspensién de acuerdos procedentes de érganos de la Administra-
cién local.

Esta novisima direccién merece un cuidadoso analisis. En este
punto, y en otros referidos a la normativa reguladora de la Adminis-
tracién local, se aprecia entre los profesionales y funcionarios un
desconcierto que influye en su diaria actuacién. No es extraiio que
se clame por la rapida promulgacién de la Ley basica reguladora.
Nos remitimos, por ejemplo, a la revista Cunal, que en su numero
de noviembre de 1981 se manifiesta asi: «Hemos denunciado en mas
de un editorial la situacién cadtica en que se encuentra la legisla-
cién de Régimen local vigente. La marafia de normas dudosamente
vigentes...» Véase también el capitulo II: Situacién caética actual
del articulo «El Proyecto de Ley de Bases de la Administracién lo-
cal» (Juan Luis bE SIMGN ToBALINA, REVISTA DE ESTUDIOS DE LA VIDA
LocAL, niim. 213/1982), en que el autor considera indispensable e in-
aplazable la aprobacién del Proyecto para la normalizacién de la
Vida local espaiiola.
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II. LA LEY DE REGIMEN LOCAL. -

1. CONSIDERACIONES GENERALES °

La Ley de Régimen local de 24 de junio de 1955 (LRL) y el Re-
glamento de Organizacién, Funcionamiento y Régimen juridico de
las Corporaciones locales de 17 de mayo de 1952 (ROF) no llegaron
a contemplar una regulacién sistematica de impugnacién de acuer-
dos de las Corporaciones locales por la Administracién del Estado.
Hasta el advenimiento del régimen democratico no surgié la nece-
sidad de esa regulacién sistematizada, porque la concordancia entre
acuerdos locales y legalidad estaba en la practica relativamente ase-
gurada por el simple ejercicio de funciones tutelares que correspon-
dian a la Administracién central o a sus 6rganos periféricos, funda-
mentalmente:

— Advertencia de ilegalidad por los Gobernadores civiles respec-
to de Ordenanzas y Reglamentos (arts. 109 y 110 LRL).

— Suspension de acuerdos adoptados con falta de competencia
o constitutivos de delito, contrarios al orden publico o manifiesta-
mente ilegales (arts. 365 y 362 LRL). Dentro de este régimen, la ad-
vertencia de ilegalidad a cargo del Secretario y del Interventor (ar-
ticulos 413 LRL y 232 ROF) desempeiiaba el doble cometido de ma-
nifestaciéon de sus funciones asesoras (arts. 341 y 244 LRL) y de
cooperac16n con el Gobernador 01v11 en el ejercicio de las suyas pro-
pias (art. 365 LRL).

— Autorizaciones y aprobaciones de actos de las Corporaciones
locales. Estos casos eran, como es ha.rto conocido, numerosisimos.
Véanse, a titulo demostrativo, el Real Decreto de 16 de junio de 1979
y el Real Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero.

— Afadamos la direccién administrativa, que 1ncumb1a al Minis-
terio de la Gobernacién (art. 7.° LRL); la inspeccién, fiscalizacién y
asesoramiento (arts. 354 ss. id.), los regimenes de intervencién y tu-
tela (arts. 422 ss. id.), etcétera.

De esta situacién de la Administracién local, tan intensamente tu-
telada por la Administracién central, derivaba que no se sentia la
necesidad de que ésta impugnase los acuerdos de aquélla. Realmente
era méas acorde con el sistema que la Administracién local impugna-
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se actos de la Administracién del Estado. Asi, en los casos de no
conformidad del acto de aprobacién/autorizacién con el acuerdo lo-
cal (art. 29 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, reguladora de la
Jurisdiccion Contencioso-Administrativa: LICA); recursos de alzada
contra resoluciones del Gobernador civil suspendiendo acuerdos por
razén de incompetencia, constitutivos de delito o contrarios al orden
publico y, eventualmente, recurso contencioso-administrativo contra
la resolucién ministerial (art. 364 LRL), recursos de alzada ante el
Gobernador civil contra multas impuestas por las autoridades loca-
les (art. 365 LRL), etc. :

2. POSIBILIDAD DE IMPUGNACION DE ACUERDOS LOCALES

Sin embargo, el hecho de que la legislacién local no contemplara
especificamente un sistema de impugnacién de acuerdos de las Cor-
poraciones locales por la Administracién del Estado, como no sea de
forma indirecta, o sea a través del cauce del articulo 118 de la LICA;
partiendo del acto de suspensién o de la advertencia legal (arts. 366
y 110 LRL), no quiere decir que la impugnacién no fuese posible. Esta
conclusiéon enlaza directamente con el requisito procesal de la legi-
timacion. Pues, por un lado, no cabe desconocer que la Administra-
cién del Estado goza de personalidad juridica, pudiendo comparecer
en juicio (art. 2.° de la Ley de Enjuiciamiento civil y 27 y 34 de la
LJCA), y, por otro, no hay duda de que esa misma Administracién
podria ser titular de derechos e intereses legitimos o estar directa-
mente interesada en asuntos cuyo conocimiento y resolucién incum-
bia a la Administracién local (art. 23 de la Ley de Procedimiento Ad-
ministrativo: LPA), y por ello legitimada para impugnar los actos
dictados o acuerdos adoptados, tanto en via administrativa (articu-
lo 113 LPA) como en via contencioso-administrativa (art. 28 LICA).

En una palabra, la Administracién del Estado podia impugnar
actos o acuerdos de las Corporaciones locales; precisaba, eso si, es-
tar legitimada, o sea ser titular de un derecho o un interés legitimos
en el asunto de que se tratare; y como cualquier otro impugnante,
habria de fundamentar su impugnacién en cualquier infraccién del
Ordenamiento juridico, incluso la desviacién de poder (arts. 115
LPA y 41, 83 y 84 LICA).

Hemos de insistir. El recurso contencioso-administrativo sélo
puede promoverse por persona legitimada; la falta de legitimacién,
por més que la infraccién del Ordenamiento juridico se hubiera pro-
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ducido, determinaria que el Tribunal, sin entrar a resolver del fon-
do del asunto, habria de declarar la inadmisibilidad (art. 82, b,
LJCA). Legitimaciéon que en cada caso, pues, era menester estudiar
y sobre ella decidir.

En esta época a la Administracién del Estado le estaba vedado
desencadenar el proceso contencioso-administrativo aduciendo como
soporte de su legitimacién la defensa de la legalidad; la ilegalidad del
acto impugnado constituia el fundamento del recurso, cual hemos
apuntado, pero no el pivote sobre que descansaba la legitimacién.
Asi ha sido apreciado por la doctrina y la jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo, pues, como seiiala el Profesor ENTERRIA, la proteccién
que se demanda del 6rgano jurisdiccional se identifica con la cir-
cunstancia de que el acto administrativo impugnado lesione un in-
terés del recurrente y, a la vez, incurra en cualquier ilegalidad de
forma o de fondo; habiendo proclamado la sentencia de 5 de julio
de 1972 que el interés legitimador ha de ser directo, esto es, «el de-
rivado de una relacién con el acto o disposicién que no sea lejana,
derivada ni indirecta, con lo que no basta esgrimir un deseo o aspi-
racion a una actuacién administrativa exenta de maculas».

Bien sabemos que se nos puede objetar que la Administracién del
Estado era titular de un interés directo en que la legalidad se cum-
pliera, de tal suerte que en esa Administracién concurria en todo
caso, ademas de la posibilidad de otros intereses, el legitimador de
la defensa de la legalidad, o sea que en ella la legitimacién se fundia
con el fundamento del recurso: infraccién del Ordenamiento juri-
dico. Mas nosotros no lo vemos asi, porque precisamente la funcién
fiscalizadora de la legalidad respecto de las Corporaciones locales
tenia un cauce propio y especifico inserto en el campo de la institu-
cién tuteladora.

Y de ello derivaba como consecuencia inmediata que la Adminis-
tracién del Estado, legitimada por un derecho o un interés legitimo
distinto del de la defensa de la legalidad, podria desencadenar el
recurso contencioso-administrativo con independencia de la actua-
cién del Gobernador civil (art. 365 LRL). Seria licito, ademas, que
pudiera personarse en el proceso del articulo 118 de la LJCA ac-
tuando en aras de un interés directo, ya que en este proceso no es-
taba representada inicialmente por la Abogacia del Estado, pues no
de otro modo hay que interpretar el nimero 3 del precepto citado,
en que la Abogacia del Estado podia disentir del hecho basico gene-
rador: la suspensién por manifiesta ilegalidad.
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3. POSICION CRITICA SOBRE LA SUSPENSION DE ACUERDOS
POR EL GOBERNADOR CIVIL

El sistema de la Ley de Régimen local no dejé de suscitar criti-
cas. Se estimaba por ciertos sectores que la suspensién de acuerdos
de las Corporaciones locales (y méas todavia la generalizacién de ac-
tos de aprobacién-autorizacién) constituia una restriccién de la au-
tonomia local y marginaba o desconocia los principios consagrados
por los articulos 361 LRL y 101 LPA. Ciertamente, aunque parecia
necesario garantizar el principio de legalidad, necesidad que tam-
bién se siente ahora para dar cumplida respuesta al precepto consti-
tucional (art. 103), que preconiza el sometimiento pleno de la Admi-
nistracién publica a la Ley y al Derecho, se sostenia que ello podria
lograrse por procedimiento distinto. El mismo autor de este traba-
jo, en su tesis de Diplomado de Administracién local, afio 1977, La
autonomia municipal y la gestion patrimonial de las Corporaciones
locales, exponia:

— Hemos apuntado anteriormente, e insistimos ahora en ello,
que el sistema fiscalizador que estamos estudiando (a través de la
suspensién de acuerdos) es el mas respetuoso con la autonomia de
las Corporaciones locales. A la postre, es una actuacién provisional
que sélo suspende la ejecutividad del acto y que desemboca segui-
damente en proceso ante la Jurisdiccién Contencioso-administrativa,
que tiene la ultima palabra; se remite, pues, la cuestién a los érga-
nos jurisdiccionales y, por afiadidura, en un periodo de tiempo muy
breve.

— Ahora bien, apuntamos como idea que se nos antoja fértil en
consecuencias beneficiosas en punto al siempre delicado problema
de las relaciones Administracién central/Administraciones locales,
que la funcién del Gobernador civil en orden a la suspensién de
acuerdos de las Corporaciones locales podria tener, sin mermar un
apice la efectividad del control de la legalidad, un enfoque algo dis-
tinto. Nosotros sugerimos no una decisién suspendiendo el acuerdo
ilegal, sino el ejercicio de un verdadero y propio recurso contra el
acuerdo ilegal. El Gobernador civil actuaria, pues, mas que como
una autoridad superior, como titular preeminente de la accién pu-
blica en defensa de la legalidad.

— O sea, frente al acuerdo ilegal, el Gobernador interpondria
ante la Corporacién o autoridad autora del acto o acuerdo un ver-
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dadero y propio recurso de reposicién, que entrafiaria la suspensién
automatica del acuerdo impugnado por virtud de una expresa de-
claracion legal (excepcion al principio general contenido en el articu-
lo 116 de la Ley de Procedimiento Administrativo). El recurso habria
de ser resuelto expresa o tdcitamente por la Corporacién (cabria
pensar en un plazo relativamente breve), previa audiencia del par-
ticular interesado, si lo hubiere, y sélo tras esta resolucién podria,
en su caso, el Gobernador civil trasladar la cuestién a la Sala de
lo Contencioso-administrativo.

— Nos parece que este cambio de orientacién seria beneficioso:
respeto a las atribuciones corporativas y sin mengua de la finalidad
perseguida; se daria ocasién al interesado para alegar lo oportuno
y a la Corporacién la posibilidad de- decidir conforme a la tesis del
Gobernador civil, como a éste para estudiar la argumentacién cor-
porativa. El resultado seria que una crecida proporcién de casos ya
no llegarian al Tribunal, pues la practica nos demuestra que muchas
veces las Corporaciones acatarian o accederian a modificar su acuer-
do, impugnado por el Gobernador civil en base a dictimenes serios
y objetivos.

— EI control de legalidad a través del cauce que establecen los
articulos 362 y 365 de la Ley de Régimen local, se ha patentizado
como insuficiente. La experiencia nos muestra que muchos acuerdos
ilegales han pervivido y producido efectos, ya porque de los mismos
no se ha dado conocimiento al Gobernador civil, o se ha dado tardia-
mente, ya porque la ilegalidad haya pasado inadvertida para éste,
todo lo que pone de manifiesto, por un lado, que parece oportuno
reafirmar y reforzar la obligaciéon de las Corporaciones locales de
remitir los acuerdos al Gobierno civil, pero quizd con ampliacién
del menguado plazo de tres dias a que se refiere el articulo 365 ci-
tado, poniéndolo en relacién con la funcién propia del Secretario de
redactar la minuta o borrador del acta (art. 237 ROF); y, por el otro,
la necesidad de que el examen de los acuerdos por el Gobierno civil
sea efectivo, lo que implica también que el plazo de los cinco dias
que concede el repetido precepto sea a todas luces insuficiente.

Creo que podré disculparsenos esta larga cita, que constituye una
prueba de cémo los profesionales de la Administracién local contem-
pldbamos el problema de la autonomia de los Entes locales; el he-
cho de que la mas novisima legalidad, en vigor o en fase de proyec-
to, haya llegado afios mds tarde a soluciones similares, incluso en
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cuestiones puntuales, como se estila decir ahora, muestra que aquella
nuestra preocupacion tenia un serio fundamento.

4. LaLEey 41/1975 pE Bases DEL ESTATUTO DEL REGIMEN LOCAL

. Cabe aludir dentro de este capitulo a la Ley 41/1975, de 19 de
noviembre, de Bases del Estatuto del Régimen local. La cuestién
que es ahora objeto de nuestro estudio se trataba en la Base 41:
Procedimiento administrativo:

— Los Presidentes de las Entidades locales deberan suspender
la ejecucién de los acuerdos de aquéllas cuando dichos acuerdos
sean contrarios al orden publico, puedan ser constitutivos de delito
o infrinjan manifiestamente el Ordenamiento juridico; en los dos
primeros casos daran cuenta al Gobernador civil de su decisién para
que éste confirme o revoque la suspension.

— Cuando los Presidentes de las Entidades locales no hubieran
hecho uso de la facultad de suspensién prevista en el niimero ante-
rior, o cuando se trate de acuerdos de los propios Presidentes, po-
dra ejercerla el Gobernador civil.

— La autoridad que hubiera acordado la suspensién del acto por
infraccién manifiesta del Ordenamiento juridico dara traslado del
acuerdo de suspension a la Sala de lo Contencioso-administrativo de
la Audiencia territorial correspondiente.

La Ley fue derogada por la 47/1978, de 7 de octubre, a excep-
cién de algunas de sus Bases que llegaron a desarrollarse, entre las
que no se encontraba la Base 41.

Pero merece que le dediquemos un breve comentario.

Su simple lectura pone de relieve que practicamente mantenia
el sistema de la Ley de Régimen local. Pero introducia ciertas dife-
rencias. Asi, podemos sefialar:

— No citaba entre los casos de suspension el referido a acuerdos
adoptados sobre materia extrafia a la competencia de las Corpora-
ciones locales (art. 362, 1.1, LRL). A nuestro juicio, la omisién no en-
trafiaba eliminacién, sino que tal supuesto se subsumia en los de
infraccién manifiesta del Ordenamiento juridico. Es claro que la in-
competencia constituye una infraccién del Ordenamiento juridico, y
de las mds graves, hasta el punto que determina la nulidad de pleno
derecho (art. 47, 1, LPA). Como sefiala BoQUERA OLIVER, los casos 1,
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2 y 4 del numero 1 del articulo 362 LRL son supuestos de defensa
de la legalidad («La suspensién de licencias de obras», REVISTA DE
Estupios pE LA Vipa LocaL, nmiim. 209/1981). Y, si bien se mira, la
defensa- del principio de la competencia se conseguia mas enérgica-
mente por el cauce establecido en la Base 41 que por via del ar-
ticulo 364 de la Ley de Régimen local, que preveia un recurso de
alzada ante el Ministerio de la Gobernacion, cuya resolucién expresa
era susceptible de impugnacién en via contencioso-administrativa.

— Las atribuciones del Gobernador civil en orden a la suspen-
sién, que la Ley de Régimen local concebia como funcién («debera
acordar la suspensién»: art. 365), se transforman en la Ley de Bases
en una facultad, con lo que se producia la ruptura de una constante
tradicién juridica, consagrada reiteradas veces por la jurisprudencia
del Tribunal Supremo: el acto del Gobernador no es tanto de ejer-
cicio de una facultad, en lo que podria caber un mayor margen de
apreciacién de la ostensibilidad de la infraccién, como de cumpli-
miento de una obligacién (sentencias de 5-I1I-1969 y 17-X1-1966).

— Se sustituye la expresién «infraccién manifiesta de las leyes»
por la mis general de «infrinjan manifiestamente el Ordenamiento
juridico», recogiendo asi doctrina jurisprudencial puesta de relieve
por la sentencia de 20 de junio de 1970: de acuerdo con lo que ya
declar6 la sentencia de 17 de noviembre de 1966, «la infraccién re-
cogida en los articulos 362 y 365 de la Ley de Régimen local, asi
como el articulo 118 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, no hace
referencia exclusiva a las leyes en sentido formal, sino a cualquier
disposicién o norma juridica capaz de obligar en derecho». Andloga-
mente, la sentencia de 3 de mayo de 1979. Incidentalmente cabe alu-
dir a interpretacién radicalmente distinta que el Consejo de Estado

~ ha dado a expresién similar del articulo 110, 2, @), LPA, pues dicho
Cuerpo consultivo, en sus dictdmenes de 26 de abril de 1966, 15 de
febrero de 1968, 24 de abril y 10 de julio de 1969, citados por el Pro-
fesor ENTERR{A, ha puesto de relieve que la revisién de oficio s6lo
procede en los casos de infraccién manifiesta de norma con rango
de ley formal, y andlogamente el Tribunal Supremo en su sentencia
de 8 de abril de 1965.

— Finalmente, la expresién de la Ley de Régimen local «cuando
constituyan delito» se cambia por la de «puedan ser constitutivos
de delito», expresién mas técnica, pues, indudablemente, resultaba
un tanto anémala la diccién de la Ley de Régimen local, que de al-
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guna manera asignaba a un 6rgano no judicial la facultad de definir
y precisar la existencia de un delito.

Pero, en fin, como hemos visto, la Base 41 no llegé a desarro-
llarse y fue derogada, si bien su contenido constituye un anteceden-
te que en este trabajo es menester tomar en consideracion.

III. LA LEGISLACION SOBRE REGIMEN DEL SUELO

Ya en otra ocasién hubimos de exponer:

— Pero, de pronto, los municipalistas se han encontrado con la
sorpresa mayutscula que la Ley del Suelo de 2 de mayo de 1975
constituye un auténtico y monumental conglomerado de técnicas e
institutos de tutela; ni siquiera esa ligera apertura que se entreveia
en el PLBERL tiene reflejo en la Ley del Suelo. La Ley del Suelo es
un compendio, corregido y aumentado, de todas las técnicas de tu-
tela conocidas y, por afiadidura, desarrolla otras que, si bien cono-
cidas, estaban como en embrién; aludimos a las técnicas de compe-
tencias simultdneamente atribuidas a las Corporaciones locales y a
otros 6rganos de la Administracién central y a las de subrogacién o
sustitucién. No parece sino que a la Administracién central repugna
conceder la competencia urbanistica a la Administracién local, y
visto que no hay posibilidad de suprimir tal competencia, se erige
en fiscalizador maximo, tutelador implacable.

~ Los preceptos del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenacién Urbana de 9 de abril de 1976 que mds directa-
mente atafien a la materia de nuestro estudio son los articulos 186
y 224. También hay que citar los articulos 34 y 43 del Reglamento
de Disciplina Urbanistica de 23 de julio de 1978, y hacemos abstrac-
cién ahora del hecho de que el articulo 224, 1, de la Ley del Suelo

ha sido derogado.

1. REGIMEN GENERAL DE SUSPENSION

Se refieren a este punto los articulos 224 de la Ley del Suelo y
43 del Reglamento de Disciplina Urbanistica.
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Resulta meridianamente claro que el régimen general de suspen-
sién de acuerdos que constituyeren infraccién manifiesta de las nor-
mas urbanisticas se aleja bastante del previsto en la Ley de Régimen
local (art. 365), pues, frente al reducido plazo de cinco dias para la
suspension, se arbitra el del afio siguiente a la notificacién o publi-
cacion cuando ésta fuera preceptiva. Prescindiendo ahora de los pro-
blemas que el computo de ese plazo plantea y la interpretacién que
haya de darse a la palabra notificacién (nosotros entendemos que
tal expresién no se usa en un sentido rigurosamente técnico y que
equivale a comunicacién), hemos de concretar el alcance y extensién
de las facultades que se confieren al Gobernador civil.

Por de pronto, han de ser acuerdos municipales que afecten a
materia urbanistica y que infrinjan manifiestamente normas urba-
nisticas. Ahora bien:

a) Como se sabe, buena parte de los acuerdos municipales en
materia urbanistica son de aprobacién provisional, incumbiendo su
aprobacién definitiva a otros 6rganos de la Administracién (art. 35
Ley del Suelo, que ha sufrido alguna modificacién —art. 5.° Real De-
creto-ley 16/1981, de 16 de octubre—, amén del traspaso de compe-
tencias a las Comunidades Auténomas).

Suscitase, por tanto, la posibilidad de si esos acuerdos munici-
pales de caracter provisional son susceptibles de suspensién. Nos-
otros siempre nos hemos inclinado por la opinién negativa, que
creemos tiene su apoyatura en diversos preceptos legales y consi-
deraciones de caracter general. Asi cabe inferirlo del juego combi-
nado de los articulos 361 y 362 de la Ley de Régimen local (similar-
mente, art. 22 de la Ley del Suelo), pues ninguna falta hace suspender
un acuerdo para cuya ejecutividad se precisa la superposicién de
otro acuerdo; por otro lado, el control de la legalidad se confiere
a esos otros érganos que han de prestar la aprobacién definitiva.
Por lo demads, la suspensién, tanto en base a la Ley de Régimen
local como en base al articulo 224 de la Ley del Suelo, abre el re-
curso contencioso-administrativo especial regulado en el articulo 118
de la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa, siendo,
por tanto, de aplicacién el articulo 37 de la propia Ley, segin el
que los actos impugnables han de ser definitivos o de tramite st
decidieren directa o indirectamente del fondo del asunto, de tal
modo que pongan término a la via administrativa o hagan impo-
sible o suspendan su continuacién.
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En la propia Ley del Suelo encontramos un argumento intere-
sante en apoyo de esta tesis, como vamos a exponer:

Los articulos 224 de la Ley y 43 del Reglamento de Disciplina
Urbanistica se refieren tan sélo a acuerdos municipales. No afec-
tan, por tanto, a los de las Diputaciones provinciales que tienen
también competencias en materia urbanistica. El Profesor ENTERRIA,
en sus Lecciones de Derecho urbanistico, hace referencia a esta
singularidad sin ofrecernos explicacién alguna: «El acuerdo infrac-
tor ha de ser precisamente municipal, con lo que quedan excluidos
los actos de cualesquiera otras Administraciones, aun la provin-
cial». Pero realmente seria incomprensible que la fiscalizacién de
la legalidad de los acuerdos afectase tan sélo a los procedentes del
Ayuntamiento, no a los emanados de la Diputacién provincial, rom-
piéndose con ello una tradicién inveterada (art. 365 LRL) que se ha
perpetuado (art. 8 Real Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero), si para
tal distincién, que ademas resulta depresiva para los Ayuntamien-
tos, no hubiese una poderosa razén, pues en principio no cabe acha-
carlo a una inadvertencia del legislador. Nosotros creemos que la
razén radica precisamente en que los acuerdos dictados por las
Corporaciones provinciales en materia urbanistica tienen caracter
de provisionales, y hacemos ahora expresa reserva de los adopta-
dos por subrogacién, cuyo tratamiento sera objeto de estudio pos-
teriormente.

En efecto, las Diputaciones provinciales tienen competencias:

~— Para la iniciacién de los Planes Directores Territoriales de
Coordinacién. Pero la aprobacién definitiva correspondia al Con-
sejo de Ministros (art. 35 de la Ley del Suelo).

— Para, en ciertos casos, aprobar inicial y provisionalmente
Planes Generales municipales de Ordenacién (véanse arts. 123, 126
y 130 del Reglamento de Planeamiento de 23 de junio de 1978).
Pero la aprobacién definitiva correspondia al Ministro de la Vi-
vienda o Comisién Provincial de Urbanismo (art. 35 de la Ley del
Suelo).

— Anéilogamente, en Planes Parciales (arts. 136, 138 y 139 del
Reglamento de Planeamiento y 35 de la Ley del Suelo); Proyectos
de Urbanizacién (arts. 141 del Reglamento de Planeamiento y 35 de
la Ley del Suelo); Planes Especiales (arts. 147 y 148 del mismo
Reglamento y 35 de la Ley); Programas de Actuacién Urbanistica
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{(articulos 142 del Reglamento y 35 de la Ley); Normas Complemen-
tarias y Subsidiarias del Planeamiento (arts. 150 y 151 del Regla-
mento de Planeamiento y 35 de la Ley); Estudios de Detalle (ar-
ticulos 140 del Reglamentq y 35 de la Ley), en que la aprobacién
definitiva corresponde al Ayuntamiento; delimitacién del suelo (ar-
ticulo 81 de la Ley).

Vemos, pues, cémo los acuerdos de las Corporaciones provin-
ciales en esta materia eran, en todo caso, provisionales, no defi-
nitivos, razén por la que quedaban excluidos del régimen de sus-
pensién regulado en el articulo 224 de la Ley del Suelo, si bien esta
conclusién general ha venido, en cierto modo, a romperse parcial-
mente por el Real Decreto-ley 16/1981, de 16 de octubre, pues en
su articulo 5.3 dispone que la aprobacién definitiva de los Proyec-
tos de Urbanizacién correspondera a la Administracién urbanistica
actuante que hubiera otorgado la aprobacidn inicial.

b) La Ley del Suelo hace aplicacién muy extensa de la técnica
de la subrogacién: articulos 5.4, 31.1, 33, 217, 218, etc., ya en base
a un imperativo legal (incumplimiento por el Ayuntamiento de sus
obligaciones), ya de caracter voluntario. Insiste en la misma linea
€l Real Decreto-ley 16/1981, antes citado (arts. 2, 5, 6 y 7).

El problema que ahora nos preocupa es el de si los acuerdos
que adopten los érganos que asumen por subrogacién competen-
cias municipales, han de considerarse como municipales a efectos
de una posible suspensién de los mismos por el Gobernador civil
con apoyo en el articulo 224 de la Ley del Suelo. Recordemos que
este precepto afecta tan sélo a los acuerdos municipales.

Pues bien, opinamos que el régimen de suspensién preconizado
en el articulo 224 de la Ley del Suelo afectaba a los acuerdos adop-
tados en el ejercicio de competencias municipales asumidas por
subrogacién por otros érganos, en tanto que también estarian in-
mersos en ese régimen si fueren producidos por el Ayuntamiento,
pues de lo contrario se estableceria una discriminacién sin funda-
mento alguno. En tal sentido opera el articulo 220 de la repetida
Ley del Suelo, segin el que las decisiones que adoptaren determi-
nados 6rganos «mediante justificada subrogacién en el ejercicio
de la competencia municipal, se consideraran como actos de la
‘Corporacién titular a los solos efectos de los recursos admisibles»,
pues el acto de suspensién determina el inicio del recurso especial
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contencioso-administrativo regulado en el articulo 118 de la Ley de
la Jurisdiccién.

Esta doctrina ha sido acogida por la reciente sentencia del
Tribunal Supremo de 20 de octubre de 1980, que sefiala que «en el
término recursos que emplea el articulo 220 del Texto Refundido
de 9 de abril de 1976, debe entenderse comprendida toda accién
dirigida a obtener la nulidad del acto administrativo, cualquiera
que sea su titular, y, por tanto, no sélo aquellas que puedan corres-
ponder a los administrados, sino también las que competan a la
Administracién respecto de los actos de otras Administraciones.
o de los suyos propios, y entre estas ultimas todas las que le
vienen atribuidas en defensa de la legalidad urbanistica, incluida
la de suspensién de los efectos de las licencias que concede a los
Alcaldes el articulo 186 del Texto Refundido citado..., y en virtud
de ello, asi como del usual significado juridico del comentado tér-
mino de recurso, procede aqui declarar que, en aplicacién con-~
junta de los mencionados articulos 186 y 220, los Alcaldes tienen la
facultad para suspender, por razones de manifiesta infraccién ur-
banistica grave, los efectos de las licencias que concedan las Comi-
siones Provinciales de Urbanismo, al amparo del articulo 9 del
Reglamento de Servicios de las Corporaciones locales».

Citemos también la sentencia del mismo Alto Tribunal de 3 de
mayo de 1977, que expresamente admite la competencia del Ayun-
tamiento para anular licencia concedida por la Comisién Provincial
de Urbanismo, «porque habiendo actuado la Comisién Provincial
Unicamente como efecto, legitimo o no, de los poderes de subro-
gacion otorgados en general por los articulos..., el acto debia repu-
tarse como propio de la Corporacién...».

¢) En cambio, por imperativo del articulo 224 de la Ley del
Suelo, no cabe extender el régimen suspensorio a los actos dicta-
dos por el Ministro de Obras Publicas y Urbanismo o las Comisio-
nes Provinciales de Urbanismo en el ejercicio de sus propias com-
petencias, no siendo aplicable, como algiin compafiero ha apuntado,.
el articulo 29 de la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-administra-
tiva, que no puede extrapolarse al caso que comentamos.

d) Por lo demas, las atribuciones que sobre la suspensién de
los acuerdos infractores de la legalidad urbanistica se asignan al
Gobernador civil tienen un acusado matiz de subsidiaridad, o sea,
en tanto en cuanto el Alcalde no las ejercitare, lo que es acorde
también con el articulo 365 LRL.
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2. REGIMEN ESPECIAL DE SUSPENSION

El articulo 186 de la Ley del Suelo preconiza una regulacién
especial referida a actos dictados en materia de licencias urbanis-
ticas u 6rdenes de ejecucion que constituyan infraccién urbanistica
grave; de modo similar, el articulo 188.2, segtin el que las licencias
u 6rdenes de ejecucién que se otorgaren con infraccién de la zoni-
ficacién o uso urbanistico de las zonas verdes o espacios libres
previstos en los Planes serian nulos de pleno derecho; mientras las
obras estuvieren en curso de ejecucién, se procedera a la suspensién
de los efectos de la licencia y a la adopcién de las medidas prev15-
tas en el articulo 186.

Y decimos que se trata de una regulacién especial porque esca-
pa de la normativa general del articulo 224 de la propia Ley, fun-
damentalmente en cuanto al plazo, cual se infiere del articulo 188.2
de la Ley del Suelo, y muy singularmente del articulo 34.5 del Re-
glamento de Disciplina Urbanistica, segin el cual las facultades de
suspensién podran ejercitarse mientras las obras estén realizando-
se, cualquiera que sea la fecha de otorgamiento de la licencia o de
la orden de ejecucién. Véase el articulo antes citado de BoQuERrA
OL1ver (I1.4). El docto Catedratico defiende la teoria de que la sus-
pensién en base al articulo 186 de la Ley del Suelo requiere la
previa declaracién municipal de comisién de infraccién urbanistica
grave, concepto distinto de la infraccién manifiesta de normas ur-
banisticas a que alude el articulo 224.1 de la Ley del Suelo.

Como puede apreciarse, en tanto que la obra se encuentra en
realizacién, se produce una reaccién enérgica contra la licencia
manifiestamente ilegal. Es un instrumento mas de defensa del
Ordenamiento juridico urbanistico. También el niimero 3 del ar-
ticulo 178 y el articulo 187, que impone a las Corporaciones muni-
cipales el deber de revisar las licencias cuyo contenido constituya
manifiestamente infraccién urbanistica grave, dentro de los cuatro
afios de su expedicién, por alguno de los procedimientos del ar-
ticulo 110 de la Ley de Procedimiento Administrativo, deber cuya
omisién puede acarrear la subrogacu.’)n de la competencia munici-
pal (arts. 54 y 218), constituyen manifestaciones defensivas del
Ordenamiento. ‘

Hemos de concluir este apartado haciendo referencia a que las
facultades de suspensién por el Gobernador civil pueden ejercitar-
se cualquiera que sea el 6rgano del que proceda la licencia, ya sea
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una Corporacién municipal, ya otro que acte por subrogacién,
conforme hemos expuesto anteriormente. No est4 de mas recordar
que la competencia para otorgar las licencias corresponde al Ayun-
tamiento, si bien caben supuestos de subrogacién. Como excepcién,
el caso que el articulo 180.2 de la Ley del Suelo contempla que
puede dar lugar a la suspensién por el propio Ayuntamiento, con-
forme a su numero 3, pero seria anémalo pensar en una suspensién
por el Gobernador civil de una decisién adoptada por el Consejo
de Ministros.

IV. LA CONSTITUCION ESPANOLA

La Constitucién Espafiola de 1978 es muy parca en esta materia:

— Articulo 137. EIl Estado se organiza territorialmente en Mu-
nicipios, en Provincias y en las Comunidades Aut6nomas que se
constituyan. Todas estas Entidades gozan de autonomia para la
gestion de sus respectivos intereses.

— Articulo 140. La Constitucién garantiza la autonomia de
los Municipios.

— Articulo 141. EIl gobierno y la administracion auténoma de
las Provincias estaran encomendados a Diputaciones u otras Cor-
poraciones de caricter representativo.

El principio de la autonomia de los Entes locales, tan enérgica-
mente proclamado por la Constitucién, trasciende directamente al
tema que estamos estudiando. Licitamente cabe plantearse si la
suspensién por la Administracién del Estado de acuerdos ilegales
emanados de los Entes locales es compatible con la autonomia que
la Constitucién garantiza. Pues si bien la Administracién local ha
de someterse plenamente a la Ley y al Derecho, como preconiza el
articulo 103 de la Constitucién, no se vislumbra en ésta un precepto
que sirva de apoyo a la especial tutela que entrafia la suspensién;
es m4s, induce a reflexién el articulo 161.2 de nuestro Texto legal
fundamental, segtin el que ni siquiera el Gobierno esta facultado
para suspender disposiciones o resoluciones adoptadas por los 6r-
ganos de las Comunidades Auténomas cuya impugnacién pretenda
ante el Tribunal Constitucional, sino que la suspensién se entronca,
como un efecto legal, al recurso; e igualmente, el articulo 153.c),
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que al hacer referencia a la Jurisdiccién Contencioso-administrativa
no altera las atribuciones propias de ésta: articulo 122 de la Ley
de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa, segin el que la inter-
posicién del recurso contencioso-administrativo no impedira a la
Administracién ejecutar el acto o la disposicién objeto del mismo,
salvo que el Tribunal acordare, a instancia del actor, la suspension.

En definitiva, tras la promulgacién de la Constitucién se recru-
dece el planteamiento. Porque si la funcién del Gobernador civil,
en orden a la suspensién de acuerdos de las Corporaciones locales,
-entrafiase una quiebra de la autonomia, habria que entender dero-
gadas y nulas como anticonstitucionales las normas de la Ley de
Régimen local, Reglamento de Organizacién, Funcionamiento y Ré-
-gimen Juridico de las Corporaciones locales, Ley del Suelo y Regla-
mento de Disciplina Urbanistica que regulan tal funcién. Ya cono-
cemos al respecto la doctrina sentada por el Tribunal Constitucio-
nal en su sentencia de 2 de febrero de 1981: «La peculiaridad de las
Leyes preconstitucionales consiste, por lo que ahora interesa, en
que la Constitucién es una Ley superior (criterio jerarquico) y pos-
terior (criterio temporal). Y la coincidencia de este doble criterio
-da lugar, de una parte, a la inconstitucionalidad sobrevenida y con-
siguiente invalidez de las que se opongan a la Constitucién, y de
otra, a su pérdida de vigencia a partir de la misma, para regular
situaciones futuras, es decir, a su derogacién. Esta pérdida de vi-
gencia se encuentra expresamente preceptuada por la disposicién
-derogatoria de dicha norma fundamental, que dice en su nimero 3:
Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo
-establecido en esta Constitucién. La lectura de esta disposicién
evidencia que las Leyes anteriores que se opongan a lo dispuesto en
la Constitucién quedan derogadas».

El problema queda, pues, planteado. Y no es baladi, y de €l se
han hecho eco medios diversos. Todavia en el periédico El Pais,
dia 27 de junio de 1980, podia leerse:

— La cumbre de Alcaldes pide en Mdlaga garantias para la
autonomia municipal.

'— Alcaldes de ciudades importantes reafirmaron:

— La necesidad de garantizar la autonomia municipal como
pieza indispensable de la democracia espafiola, en el sentido que
sefiala el articulo 140 de la Constitucién, es decir, que el control de
legalidad corresponde exclusivamente a los Tribunales de Justicia,
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'y el control de su gestién econémica, al Tribunal de Cuentas, y nin-

guna de ambas funciones al Gobierno, que debe entender, de una
vez, que la eficacia creciente de los Municipios no hara sino con-
solidar el conjunto de las instituciones democréticas.

Fuerza es reconocer que tanto la Administracién del Estado.
como la Jurisdiccién mantuvieron la postura de que la suspensién
de acuerdos manifiestamente ilegales no constituia quebranto de
la autonomia de las Corporaciones locales, pues, de un lado, los
Gobernadores civiles siguieron ejercitando las funciones suspen-
sorias que la legislacion les atribuia, y las Salas de lo Contencioso-
administrativo de las Audiencias Territoriales admitiendo a tramite-
el recurso especial regulado en el articulo 118 de la Ley de la Juris-
diccién y, por supuesto, dictando sentencias anulatorias de acuer-
dos. Y del otro, el Real Decreto 1710/1979, de 16 de jumio, con
fundamento en la autonomia local, dejé sin efecto una serie de
procedimientos de fiscalizacién, intervencién y tutela, sin incluir
en tal supresién el régimen de suspensién de acuerdos; y todavia
el Real Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero, y el Real Decreto 1262/
1981, de 5 de junio, que, por cierto, derogan funciones tutelares tan
cualificadas como la aprobacién definitiva de Presupuestos y Orde-
nanzas fiscales y otras, mantienen el sistema de suspensién de
acuerdos, lo que patentiza que el Gobierno no lo estimaba atenta-
torio de la autonomia local ni, por tanto, contrario a la Consti-
tucién.

Esa direccién, sin embargo, no parece haber recibido apoyo del
Tribunal Constitucional. Pues si bien en el recurso de inconstitu-
cionalidad, que culminé en la sentencia de 2 de febrero de 1981, -
antes aludida, no se planteé el problema directamente, puesto que
tan sé6lo se habia impugnado, en lo que ahora nos interesa, el ar-
ticulo 362.1.3 (suspensién por los Presidentes de las Corporaciones
locales de acuerdos contrarios al orden publico), justo es reconocer
que el Tribunal Constitucional:

— Mantiene que el mencionado precepto no puede calificarse
de contrario al principio de autonomia dado que, de una parte, el
Presidente de una Corporacién forma parte de la misma, y de otra,
que la autonomia local se garantiza por la Constitucién para la
gestién de sus respectivos intereses y, por tanto, tiene su limite
en los intereses generales distintos confiados a otras Administra-
ciones, aun cuando puedan gestionarse por delegacion.
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— Considera la autonomia como un poder limitado; en ningin
caso el principio de la autonomia puede oponerse al de unidad,
sino que es precisamente dentro de ésta donde alcanza su verda-
dero sentido; la autonomia lo es en funcién del criterio del respec-
tivo interés y recaba para el Estado una posicién de superioridad,
que permite afirmar que el principio de autonomia es compatible
con la existencia de un control de legalidad sobre el ejercicio de
la competencia, si bien no se ajusta a tal principio la prevision de
controles genéricos e indeterminados que sitien a las Entidades
locales en una posiciéon de subordinacion o dependencia cuasi je-
rdrquica de la Administracion del Estado u otras Entidades terri-
toriales. En todo caso, los controles de caracter puntual habran de
referirse normalmente a supuestos en que el ejercicio de las com-
petencias de la Entidad local incidan en intereses generales con-
currentes con los propios de la Entidad, sean del Municipio, la
Provincia, la Comunidad Auténoma o el Estado.

— El control de legalidad, con la precisién anterior, puede ejer-
cerse, en el caso de los Municipios y Provincias, por la Administra-
<ién del Estado..., siempre con la posibilidad de control jurisdic-
cional posterior.

— Afectaria, en cambio, a la autonomia un control de oportu-
nidad, de forma tal que la toma de decisién viniera a compartirse
por otra Administracién.

Pero con mayor claridad se ha manifestado el Tribunal Consti-
tucional en la sentencia de 29 de abril de 1981, pues tras mantener
la doctrina de que «la suspensién gubernativa de acuerdos muni-
«cipales sin otra razén que el control de legalidad en materia que
corresponda al ambito competencial exclusivo de las Entidades
locales, no es compatible con la autonomia que hoy proclama el
articulo 137 de la Constitucién porque entrafia una tutela sin otro
fundamento que la defensa de la legalidad ejercitable por una via
-excepcional», concluye en su fallo que el «articulo 365.1, en relacién
«con el articulo 362.1.4) de la Ley de Régimen local del Texto Re-
fundido de 24 de junio de 1955, no se ajusta a la Constitucién en
1a parte que permite que la facultad de suspensién de los acuerdos
«de las Corporaciones locales proceda por la sola infraccién mani-
fiesta de las Leyes,' sin la concurrencia de otras circunstancias, pero
si se ajusta a la Constitucién interpretado en el sentido de que
confiere una facultad gubernativa para suspender acuerdos que
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afecten a la competencia del Estado o excedan del limite de la
competencia propia para la gestién de los intereses de la Entidad
local».

Las consecuencias de ello son patentes. Si relacionamos esta de-
cisién del Tribunal Constitucional con la doctrina mantenida en su.
sentencia de 2 de febrero de 1981, podemos concluir que los pre-
ceptos citados, en tanto que legitiman la suspensién de acuerdos.
de las Corporaciones locales por la sola infraccién manifiesta de
las Leyes y tras la Constitucién, han perdido vigencia, han quedado
derogados. Pero en lo que nosotros conocemos, los Gobernadores.
civiles prosiguieron su aplicacién, suspendiendo acuerdos con fun-
damento en infracciones legales manifiestas, actitud refrendada por
las sentencias de las Salas de lo Contencioso-administrativo. Tam-
bién creemos que el Gobierno, y seguidamente el Congreso (ar-
ticulo 86 de la Constitucién), afrontan el problema, con caracter
general, por vez primera con el Real Decreto-ley 3/1981, de 16.
de enero. :

V. EL REAL DECRETO-LEY 3/1981

El Real Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero, contiene este pre-
cepto:

— Articulo 8. La Administracién del Estado sélo podrd sus-
pender aquellos actos y acuerdos de las Corporaciones locales en
los que concurran las siguientes circunstancias: a) que afecten di-
rectamente a materias de la competencia del Estado; b) que cons-
tituyan infraccién de las leyes. En estos supuestos sera de aplica-
cién lo dispuesto en el articulo 118 de la Ley reguladora de la
Jurisdicciéon Contencioso-administrativa.

Como hemos de ver, la vigencia de este Real Decreto-ley ha sido-
fugaz. Y ha planteado no pocos problemas que conviene examinar,
tanto mas cuanto que constituye el inmediato precedente de la
Ley 40/1981, vigente en la actualidad.
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1. SU ALCANCE DEROGATORIO

Suscitase, en primer término, el alcance derogatorio del Real
Decreto-ley respecto de determinados articulos de las Leyes de
Régimen local y del Suelo y de sus respectivos Reglamentos.

Constatemos que el articulo 8, antes transcrito, utiliza una ex-
presién contundente: «La Administracién del Estado sélo podrd
suspender...». Se excluye, pues, cualquier otro supuesto de suspen-
sién de acuerdos de las Corporaciones locales que no sean los que
el propio precepto sefiala. No parece que haya dudas al respecto.

Y de ello deducimos légicamente que desde el dia 31 de enero
de 1981, comienzo de vigencia del Real Decreto-ley 3/1981 (Dispo-
sicién final 8.2), a los Gobernadores civiles les estaba vedada la
suspensién de acuerdos de las Corporaciones locales con fundamen-
to en los articulos 364 y 365 LRL y 224 y 186 de la Ley del Suelo,
que en su especifico contenido de facultades o funciones de la
Administracién del Estado habria que reputar como derogados si
ya no lo estuviesen con anterioridad, al menos parcialmente, como
consecuencia de la Constitucién (nos remitimos a lo expuesto bajo
IV.2). Al respecto, en su articulo «La suspension de acuerdos por
los Presidentes de las Corporaciones locales» (El Consultor, nime-
ro 21/1981), Juan D’ANjou GONzALEZ se manifiesta incidentalmen-
te, en el sentido de que con el Real Decreto-ley 3/1981 «claramente
quedaban derogados los articulos 364 y 365 LRL de 1955 y corres-
pondientes del ROF de 1952, articulos 327.5), 331, 332». Y hacemos
abstraccién del supuesto del articulo 362.1.3) LRL, pues, segin
doctrina autorizada, «cabe entender que el articulo 8 del Real De-
creto-ley 3/1981 no priva al Gobernador civil de la facultad de
suspender acuerdos de las Corporaciones locales por razones de
orden publico, ya que el orden publico es materia de la competen-
cia del Estado y cae, por tanto, dentro del supuesto de suspensién
de acuerdos previsto en el apartado a) de dicho articulo» (L6PEZ
Rop6: «Suspensién de licencias municipales en las Comunidades
Auténomas», Revista pE EsTUDIOS DE LA ViDpA Locar, 212/1981).

Sin embargo, no parece haberlo entendido asi el propio legisla-
dor. Porque la tesis derogatoria que apuntamos es incompatible
con lo establecido en el Real Decreto 3183/1981, de 29 de diciem-
bre, puesto que este Real Decreto conceptua que los articulos 362,
363, 364, 365, 366, etc., de la Ley de Régimen local, y 224.1 de la
Ley del Suelo, han sido derogados por el articulo 8 de la Ley 40/
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1981, de 28 de octubre, lo que, en pura légica, equivale a decir que
hasta esta Ley estuvieron vigentes y, por consiguiente, el Real
Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero, no afecté a su vigencia.

Realmente, el Real Decreto 3183/1981, de 29 de diciembre, por
el que se aprueba la Tabla de vigencias de los preceptos afectados
por la Ley 40/1981, es de notable singularidad. Dispone que queda
expresamente derogado el Real Decreto-ley 3/1981 (art. 1) y que
(articulo 3) el articulo 8 de la Ley 40/1981, en relacién con el 4,
derogé los siguientes preceptos:

Articulos 362, 363, 364, 365, 366, 368, 413.4 y 728.1.a) LRL.

Articulos 232.3, 327.a) y b), 328, 329, 330, 331 y 332 ROF.

Articulo 181 RHL (advertencia de ilegalidad a los efectos de la
suspensién de los acuerdos por el Gobernador civil).

Articulo 224.1 de la Ley del Suelo.

Pues bien:

— EIl Real Decreto-ley 3/1981 no fue derogado por el Real De-
creto 3183/1981, que, ademads, no tenia rango normativo suficiente
para tal finalidad.

— Fue la Ley 40/1981 la que derogé el Real Decreto-ley 3/1981,
que, a su vez, ya habia derogado alguno de los citados preceptos,
los cuales no recobraron su vigencia por el hecho de la derogacién
del Real Decreto-ley 3/1981, pues, como se dispone en el articu-
lo 2.°-2 del Cédigo Civil, «por la simple derogacién de una Ley no
recobran vigencia las que ésta hubiera derogado». Es incongruen-
te que la Ley 40/1981 haya derogado articulos que ya estaban
faltos de vigencia.

— Omite como derogado el articulo 43 del Reglamento de Dis-
ciplina Urbanistica de 23 de junio de 1978. Y si bien podria ar-
giiirse que ello seria innecesario, pues se trata de un precepto re-
glamentario que decae en su vigencia con el legal de que dimana
(articulo 224 de la Ley del Suelo), otro tanto cabe decir de articu-
los de los Reglamentos de Organizacién y Funcionamiento y de
Haciendas locales que expresamente se citan.

— No hace referencia a los articulos 186 de la Ley del Suelo
y 34 del Reglamento de Disciplina Urbanistica; visto el sistema del
Real Decreto 3183/1981 parece que tendria que citarlos como dero-
gados, aunque, segun nuestro criterio, ya lo estaban en virtud del
Real Decreto-ley 3/1981.
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— El articulo 8 del Real Decreto-ley 3/1981, si bien se mira, no
afecté a las facultades suspensorias de los Presidentes de las Cor-
poraciones locales; tan sélo a la Administracién del Estado y, en
su caso, a las Comunidades Auténomas (Disposicién final 5.2).
Tampoco el articulo 8 de la Ley 40/1981 y Disposicién final 5.2
regulan este aspecto del problema. Y a falta de disposicién expre-
sa, podria sostenerse licitamente que el Real Decreto-ley 3/1981 no
privé a los Presidentes de las Corporaciones de las facultades de
suspensién. Traemos a colacién el articulo antes citado de D’Anyou
GONzALEZ: «Del estudio y confrontacién de la legislacién local vi-
gente sobre el tema, Ley de Régimen local de 1955 con su desarro-
llo complementario, Ley de la Jurisdiccién  Contencioso-adminis-
trativa en la redaccién dada en 1956 al articulo 118 y Real Decreto-
ley 3/1981, Real Decreto 186/1981 y Real Decreto 1262/1981, llega-
mos a la conclusién de que existen razones legales suficientes para
estimar que hoy subsiste la competencia de los Presidentes de las
Corporaciones locales para suspender los acuerdos de las mismas
incursos en el supuesto 4.° del articulo 362.1 de la Ley de Régimen
local, con sujecién a las formalidades exigidas en el articulo 368
(completadas por los 329 y 330 del Reglamento de 1952), y el pro-
cedimiento regulado en el articulo 336 del mismo Cuerpo legal, en
relacién con el articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-
administrativa, aunque todo parece indicar que estamos viviendo
los ultimos tiempos de una institucién mas que centenaria en nues-
tra legislacién local». Por otro lado, cabe aludir a la doctrina sen-
tada por el Tribunal Constitucional en la sentencia de 2 de febrero
de 1981, segin el que, el articulo 362.1.3) LRL «no puede calificarse
de contrario al principio de autonomia dado que, de una parte, el
Presidente de una Corporacién forma parte de la misma». En pu-
ridad, creemos que el articulo de la Ley 40/1981 que priva, de
forma indirecta, a los Presidentes de las Corporaciones locales de las
facultades suspensorias es el 9, no el 8.

— Considerando globalmente todo el nuevo sistema, podria tam-
bién defenderse el criterio de que el articulo 110 de la Ley de
Régimen local estd derogado por la Ley 40/1981 en lo que ataiie
a la advertencia de ilegalidad del Gobernador civil y consecuencias.
anejas. El Tribunal Constitucional, certeramente, mantuvo que ese
precepto «no puede calificarse de opuesto a la Constitucién», en
base a que «la competencia atribuida al Gobernador en relacién
a las Ordenanzas y Reglamentos municipales se concreta en un
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control de legalidad de alcance limitado, ya que la suspensién tiene
caracter provisional hasta tanto decida la Jurisdiccién Contencio-
so-administrativa» (sentencia de 2 de febrero de 1981), argumento
ése que también podria aplicarse a la suspension de acuerdos por
manifiesta ilegalidad; pero aqui tratamos del problema de su de-
rogacién y, realmente, no se nos alcanza cémo la temdtica a que
el precepto afecta no queda inmersa en el régimen de los articu-
los 8 y 9 de la Ley 40/1981, tanto mas que el articulo 110 LRL se
remite al articulo 366 del mismo Cuerpo legal, que, como hemos
visto, se declara expresamente derogado. Con todo, el Real Decre-
to 3183/1981 no cita el articulo 110 LRL como derogado. Mas aun,
otro Real Decreto de la misma fecha, niimero 3532/1981, sobre
transferencia de competencias y funciones de la Administracién
del Estado al Consejo General de Castilla y Leén en materia de
Administracién local, da por supuesta la vigencia de los articu-
los 109 y 110 de la Ley de Régimen local. Segiin su Anexo I, se
traspasa la funcién de la advertencia sobre las posibles infraccio-
nes de las Ordenanzas y Reglamentos de las Corporaciones locales,
y en el Anexo III se relacionan como preceptos afectados por las
transferencias los articulos citados de la Ley de Régimen local en
relacién con los 362.1.4) y 366 de la propia Ley.

En lo sustancial de la tesis que venimos manteniendo, o sea,
derogacién de determinados preceptos legales por el Real Decreto-
ley 3/1981, y no por la Ley 40/1981, hemos encontrado apoyo en la
sentencia del Tribunal Constitucional de 29 de abril de 1981. Y asi,
se razona en tal sentencia que «el articulo 365.1 de la Ley de Régi-
men local ha perdido su vigencia por el efecto derogatorio de una
norma posterior», afiadiendo que si bien el Real Decreto-ley 3/1981
«mantiene la facultad de suspensién, la permite sélo cuando los
acuerdos municipales afectan directamente a materias de la com-
petencia de la Administracién del Estado o, en su caso, de la Admi-
nistracién Autonémica», y que «desde la entrada en vigor del Real
Decreto-ley 3/1981 no podra acudirse al articulo 365.1 en relacién
con el articulo 362.1.4) de la Ley de Régimen local. El derecho ahora
es otro y los preceptos cuestionados han pasado a constituir en lo
afectado por esta disposicién derecho carente de vigencia», y que
«desde el Real Decreto-ley la facultad gubernativa de suspensién
con remisién a los Tribunales para que verifiquen el control de
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legalidad de la suspensién y, en su caso, del acuerdo suspendido,
tendra que acomodarse a lo que dispone el articulo 8».

2. LA SUSPENSION DE ACUERDOS ILEGALES

El articulo 8 del Real Decreto-ley 3/1981 exige para la suspen-
sién estas dos circunstancias: que el acuerdo afecte directamente
a materias de la competencia del Estado y que incida en infrac-
cién legal.

Inmediatamente se echa de ver que el nuevo sistema rompe con
el anterior (Ley de Régimen local), en tanto que la sola infraccién
legal no es suficiente. Porque segin la interpretacién mas comun-
mente admitida, las circunstancias citadas habrian de darse simul-
tdneamente. Lo novedoso del tratamiento indujo a muchos, entre
los que nos encontramos, a opinar que no era precisa esa simulta-
neidad, o sea, que una u otra circunstancias facultaban para sus-
pender, opinién que con toda nitidez ech6 por tierra el articulo 5
del Real Decreto 1262/1981, de 5 de junio, y ya antes el Tribunal
Constitucional en su sentencia de 29 de abril de 1981.

Por lo demads, como se sabe, la suspensién de acuerdos por los
Gobernadores civiles por causa de ilegalidad tenian como motivo
determinante la infraccién manifiesta de las Leyes (arts. 362 LRL
y 224.1 de la Ley del Suelo), lo que responde a una aifieja tradicién,
reiterada en multiples ocasiones por la jurisprudencia de las Salas
de lo Contencioso-administrativo. Y asi, el Tribunal Supremo habia
declarado:

— Es indispensable que la infraccién legal sea manifiesta, esto
es, que se acuse y patentice con tal claridad y evidencia que haga
innecesarias las reglas interpretativas o las deducciones basadas
en razonamientos complejos (sentencia de 30-XI-1965).

— Esta facultad de suspensién... no debe utilizarse sino en su-
puestos extremos de infraccién manifiesta de las normas, ya que
de lo contrario... (sentencia de 30-VI-1978).

— La suspensién de acuerdos municipales, al amparo de lo
prescrito en el nimero cuarto del articulo 362 de la Ley de Régi-
men local, sélo resulta legalmente procedente cuando la infraccién
de las Leyes aducida como motivo del acto de suspensién resulte de
una manera patente, notoria o manifiesta, o lo que es lo mismo,
que para apreciarla no haya de acudirse a interpretaciones analé-

2
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gicas o a intrincados y prolijos razonamientos juridicos, sino que,
por el contrario, baste el simple enfrentamiento del texto del acuer-
do con el literal de las normas incumplidas (sentencia de 1-XI1-1975).

— «... de donde concluimos que para que sea correcta la sus-
pensién acordada debe aparecer de un modo manifiesto y ostensi-
ble la infraccién de la norma aplicable» (sentencia de 3-V-1979).

Pero el articulo 8 del Real Decreto-ley 3/1981 alude a la simple
infraccién de las Leyes, bien que ligada a supuestos que afecten
directamente a materia de la competencia del Estado. Y aqui hay
que precisar que no se trata tan sélo de supuestos de incompeten-
cia de la Entidad local, sino de otros en que teniendo competencia,
no es exclusiva, sino que de alguna manera se comparte por la
Administracién central en la gestién de intereses que le son propios.
Volviendo a las sentencias del Tribunal Constitucional: «Posicién
de superioridad (la del Estado) que permita afirmar que el princi-
pio de autonomia es compatible con la existencia de un control de
legalidad sobre el ejercicio de las competencias... En todo caso, los
controles de caracter puntual habran de referirse normalmente a su-
puestos en que el ejercicio de las competencias de la Entidad
local incidan en intereses generales concurrentes con los propios
de la Entidad, sean del Municipio, la Provincia, la Comunidad
Auténoma o el Estado» (sentencia de 2 de febrero de 1981). «La
excepcién que a la ejecutoriedad de los actos locales supone la
suspensioén, deja en manos de la autoridad gubernativa un medio
excesivamente restrictivo de la actuacién local en la gestién de sus
intereses. Por el contrario, la suspensién en cuanto sirva a la de-
fensa de competencias de la Administracion del Estado u obedezca
a corregir invasiones de dmbitos ajenos al municipal o se afecte a
materia que corresponde a aquella Administracion, no podra decir-
se que entrafia un atentado a la autonomia local, entendida como
4mbito de actuacién propia que tiene sus limites» (sentencia de 29
de abril de 1981).

3. LA IMPUGNACION DE ACUERDOS ILEGALES

La conclusién que inferimos de lo que llevamos dicho es que el
Real Decreto-ley 3/1981 mantiene un sistema de suspensién de
acuerdos de las Corporaciones locales, pero en forma muy limitada.
Carecemos de estadisticas, pero seria curioso constatar cuantos
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acuerdos locales fueron suspendidos durante el fugaz periodo de
vigencia de la norma que comentamos (31 de enero a 11 de no-
viembre de 1981).

Pero inmediatamente se echa de ver que el sistema establecido
por el Real Decreto-ley 3/1981 produjo un vacio, pues los acuerdos
de las Corporaciones locales, por manifiesta que fuera la infrac-
cién legal en que hubieran incurrido, en tanto que afectaren a asun-
tos de su exclusiva competencia, quedaban fuera de fiscalizacién
por parte de la Administracién del Estado; acorde ello con la Cons-
titucién, como trasciende de la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal de 29 de abril de 1981, pero vacio al fin, que vino a llenarse
indirectamente por la Ley 34/1981, de 5 de octubre, que dicté nor-
mas complementarias sobre legitimacién en el recurso contencioso-
administrativo, y mas tarde con la Ley 40/1981, como hemos de
ver. Pero nos interesa ahora la Ley 34/1981, en especial su ar-
ticulo 2:

— La Administracién del Estado estard legitimada para re-
currir, ante la Jurisdiccién Contencioso-administrativa, las dispo-
siciones generales y actos emanados de la Administracién de las
Comunidades Auténomas y Entidades sujetas a la tutela de éstas.

Por mas que la expresién tutela ofrezca dudas razonables sobre
su especifica interpretacién, podemos pensar, a la vista del articu-
lo 148.1.2) de la Constitucién, que entre esas Entidades tuteladas
figuran los Entes locales. Y siendo asi, con esa Ley se abre la posi-
bilidad de que la Administracién central impugne los actos o acuer-
dos de las Corporaciones locales, aun en el supuesto de que la
Administracién impugnante no esté en rigor legitimada en base al
articulo 28 de la Ley reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-
administrativa, o sea, aunque no ostente un interés directo o un
derecho que le habilite para la interposicién del recurso. Vendria,
pues, a consagrarse una legitimacién activa basada en el interés
de la Ley, o si se quiere, se regula una presuncién juris et de iure
(articulo 1.250 del Cédigo Civil): la Administracién del Estado,
sin necesidad de alegar ni probar ningun interés, esta legitimada
para la impugnacién de actos de las Corporaciones locales. La
Administracién central, salvo el especifico régimen del articulo 8
del Real Decreto-ley 3/1981, no est4 facultada para suspender acuer-
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dos locales, pero si lo estd para impugnarlos. El sistema queda
cerrado:

- — Acuerdos locales que afecten directamente a materias de la
competencia del Estado e incursos en infraccién legal: son suscep-
tibles de suspensién, con traslado a la Sala de lo Contencioso-
administrativo de la Audiencia Territorial correspondiente a efec-
tos del proceso especial regulado en el articulo 118 de la Ley de la
Jurisdiccién.

— Restantes acuerdos locales. La Administracién del Estado
esta legitimada en todo caso para impugnarlos, con fundamento en
cualquier infraccién del Ordenamiento juridico; legitimacién ésa
que puede concurrir con cualquier otro titulo legitimador de los
que seflala el articulo 28 de la Ley de la Jurisdiccién. Ahora bien,
esta impugnacién, salvo la especialidad referida a la legitimacién,
estaria sujeta a los requisitos del proceso contencioso-administra-
tivo ordinario. Por consiguiente, recurso de reposicién previo en
el caso de que fuese preceptivo (arts. 52 y sigs.), interposicién (ar-
ticulo 58), representacién y defensa (art. 34) y tramitacién normal.
No seria procedente, pues, el proceso especial del articulo 118, ya
que no se parte de un acto de suspensién. Mas todavia subsiste
cierto vacio. Y es que como la Ley 34/1981 se referia tan sélo a la
Jurisdiccién Contencioso-administrativa, quedé huérfana de regu-
lacién la posible impugnacién de acuerdos ilegales en via econ6mi-
co-administrativa. Volveremos sobre este importante punto.

4. LA ADVERTENCIA DE ILEGALIDAD

Ha sido, y es, aspiracién permanente de los Cuerpos Nacionales
de Administracién Local la supresién de la advertencia de ilegalidad
a que estan obligados por imperativo de los articulos 413 LRL y
232 ROF. Algunos miembros de dichos Cuerpos, guiados méas por
su deseo que por la realidad, quisieron ver en el Real Decreto-ley
3/1981 la derogacién del deber de advertencia: asi lo deducian del
articulo 4. Pero pronto se cay6 en la cuenta que el mentado pre-
cepto, que les imponia informe previo en determinados casos, con
sefialamiento de la legislacién aplicable y la adecuacién de los
acuerdos a la misma, carecia de fuerza derogatoria de la adverten-
cia. Obvio resulta que incluso en acuerdos en que, segun el ar-
ticulo 4, no era obligatorio el informe subsistia el deber de adver-
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tencia por manifiesta infracciéon legal (véase «Informes y adverten-
cia de ilegalidad», El Consultor, num. 18/1981).

Por lo demas, vigente la Ley 40/1981, se reafirma el deber de
advertencia, suprimiéndose tan sélo la obligacién que sobre dichos
funcionarios pesaba de remitir al Gobernador civil certificacion del
acuerdo. Asi se desprende del articulo 3 del Real Decreto 3183/1981,
de 29 de diciembre, segin el que, €l articulo 8 de la Ley deroga los
articulos 4134 LRL y 232.3 del ROF.

VI. LA LEY 40/1981

1. CONSIDERAGIONES GENERALES. LA SUSPENSION

Un tanto sorpresivamente, se promulga la Ley 40/1981, de 28
de octubre, por la que se aprueban determinadas medidas sobre
régimen juridico de las Corporaciones locales y que comenzé a re-
gir el mismo dia de su publicacién en el Boletin Oficial del Estado.

En buena parte, esta Ley es una transcripcién de preceptos del
Real Decreto-ley 3/1981. Ello no obstante, en algunos puntos in-
troduce radicales reformas. Curiosamente, asi como el Real Decre-
to-ley 3/1981 justificaba brevemente en su Predmbulo las noveda-
des, la Ley 40/1981 omite toda explicacién preliminar. Y es
precisamente en la cuestion que venimos estudiando donde se
rompe con todos los precedentes. Pues el régimen de suspensién
de acuerdos de Corporaciones locales, ya muy restringido con el
Real Decreto-ley 3/1981, como hemos visto, se suprime radical-
mente como manifestacién de una facultad de la Administracién
del Estado.

Articulo 8: 1. Los actos y acuerdos de las Corporaciones que
constituyan infraccién de las Leyes y afecten directamente a mate-
rias de la competencia del Estado, podran ser impugnados por esta
Administracién ante la Jurisdiccién Contencioso-administrativa. La
impugnacién producira la suspensién del acto o acuerdo, pero el
Tribunal debera ratificarla o levantarla en un plazo no superior
a treinta dias. El procedimiento ser4 el establecido en el articulo 118
de la Ley reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa.
La sentencia contendra alguno de los fallos a que se refieren los
articulos 81 y siguientes de la Ley mencionada.
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2. Las Corporaciones locales deberan remitir a la Administra-
cién del Estado un extracto de los actos y acuerdos adoptados por
las mismas, dentro del plazo de seis dias siguientes a su adopcién.

3. La facultad de impugnacion a que se refiere el niimero uno
del presente articulo debera ejercerse dentro de los seis dias siguien-
tes al de la comunicacién del acuerdo.

4. La Administracién del Estado podri solicitar ampliacién
de los datos referentes a los actos o acuerdos adoptados, que debe-
ran ser suministrados en un término maximo de quince dias, in-
terrumpiéndose en estos casos el cémputo del plazo para el ejerci-
cio de las facultades de impugnacién.

La suspensién de actos y acuerdos de las Corporaciones locales
infractores de la legalidad, como funcién hasta entonces atribuida
a la Administracién central, queda erradicada. La suspensién, en
adelante, deviene del simple hecho de la impugnacién, es un efecto
de la misma, como asi se declara expresamente, lo que es congruen-
te con la Ley de Procedimiento Administrativo (art. 116: La inter-
posicién de cualquier recurso, excepto en los casos en que una
disposicién establezca lo contrario, no suspendera la ejecucién del
acto impugnado...), que si bien aplicable en principio a los recursos
administrativos, se traspasa al recurso contencioso-administrativo
(articulo 122 de la Ley de la Jurisdiccién), aunque respetando la
potestad del Tribunal al reconocerse sus facultades en orden a la
ratificacién o levantamiento de la suspensidn, decisién que en todo
caso debe adoptar en plazo no superior a treinta dias. De lo que
se infiere que la suspensién tiene inicialmente un estricto caricter
cautelar y sobre ella, en definitiva, decidira el Tribunal sin esperar
a la resolucién del recurso.

Esta claro, por otro lado, que la nueva Ley sigue la orientacién
marcada por el articulo 161.2 de la Constitucién:

— El Gobierno podra impugnar ante el Tribunal Constitucio-
nal las disposiciones y resoluciones adoptadas por los 6rganos de
las Comunidades Aut6nomas. La impugnacion producird la suspen-
sion de la disposicién o resolucion recurrida, pero el Tribunal, en
su caso, debera ratificarla o levantarla en un plazo no superior
a cinco meses.

Pero es menester resefiar que no toda impugnacién produce
ese efecto suspensivo, como ha de verse.
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2. LA IMPUGNACION DE ACUERDOS ILEGALES QUE ENTRANAN SUSPENSION

Es procedente adentrarnos en el estudio del precepto.

a) Por de pronto, a nuestro juicio, no resulta congruente con el
sentido profundo de la norma que la impugnacién de acuerdos de
las Corporaciones locales quebrantadores del Ordenamiento juri-
dico, como los a que se refiere, o sea, que ademas de incurrir en
infraccion legal afecten directamente a materias de la competencia
del Estado, sea potestativa. Porque si de lo que se trata es de con-
seguir la erradicacién de acuerdos locales que tan violentamente
inciden en contradiccién con la legalidad, acuerdos que, como
emanados de la Administracién, han de estar sometidos al imperio
de la Ley (art. 103 de la Constitucién), no se entiende que tal
finalidad se abandone a la discrecionalidad de la Administracién
central. Entendemos que no debiera regularse la impugnacién como
una facultad, sino como un riguroso deber. Obsérvese que lo que
apuntamos no se contrapone, por ejemplo, a las facultades del
Gobierno para impugnar ante el Tribunal Constitucional (art. 161.2
de la Constitucién), pues este precepto no hace referencia a que
los actos a impugnar infrinjan la Constitucién, de lo que se infiere
que a la postre la facultad otorgada al Gobierno equivale a una
apreciacién inicial de si el acto que va a impugnar adolece de in-
constitucionalidad; mientras que en el articulo 8 de la Ley 40/1981,
la discrecionalidad de la Administracién central se extiende incluso
a la posibilidad de no impugnar aun con pleno conocimiento de
que el acto infringe la Ley y afecta directamente a la competencia
del Estado. Facilmente es imaginable que en el ejercicio o no ejer-
cicio de la facultad impugnatoria, el 6rgano competente puede
estar influenciado por motivos ajenos a la propia legalidad. Y no
deja de ser curioso que a los Secretarios e Interventores de Admi-
nistracién local se les imponga como riguroso deber la advertencia
de ilegalidad, en tanto que frente a esa ilegalidad la Administracién
del Estado goza de facultad para impugnar o no impugnar. Por lo
demas, se rompe con el criterio tradicional: la suspensién de acuer-
dos ilegales por el Gobernador civil «no es tanto de ejercicio de una
facultad, en lo que podria caber un mayor margen de apreciacién
de la ostensibilidad de la infraccién, como de cumplimiento de una
obligacién...» (sentencia de 3-V-1979).

b) La impugnacién regulada por el articulo 8 de la Ley 40/
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1981, sometida al procedimiento especial del articulo 118 de la
Ley de la Jurisdiccién y que conlleva la suspensién automatica
de la ejecucion del acuerdo recurrido, exige una infraccién o in-
fracciones legales y, ademas, que el acuerdo afecte directamente
a materias de la competencia del Estado. Precisamente esta afec-
tacioén es-decisiva para la suspensién. La concurrencia de ambas
exigencias se deduce del tenor literal del precepto, pero por si ofre-
ciera dudas, esta reafirmada expresamente por el articulo 5 del
Real Decreto 1262/1981, de 15 de junio (cuya vigencia se ha mante-
nido por el Real Decreto 3183/1981, de 24 de diciembre), segin el
que «los actos y acuerdos de las Corporaciones locales sélo podran
suspenderse por la Administraciéon del Estado cuando concurran
simultdneamente las dos circunstancias previstas en el articulo 8
del Real Decreto-ley 3/1981, de 16 de enero».

Esta concurrencia trasciende a todo el proceso, singularmente:

Hace viable el procedimiento especial del articulo 118 de la Ley
Jurisdiccional, que ya no es aplicable a otros supuestos de impug-
nacién, como seria el basado exclusivamente en infraccién de
la Ley.

El desencadenamiento del proceso esta sujeto a un plazo peren-
torio muy breve, seis dias siguientes a la comunicacién del acuer-
do, plazo que cabe interrumpir, pero no ampliar. De tal forma que
el Tribunal goza de facultades para declarar no haber lugar a la
admisién del recurso si constare de modo inequivoco o manifiesto
su interposicién fuera de plazo, ya de oficio y previa audiencia de
las partes (art. 62 de la Ley de la Jurisdiccién), ya a instancia del
Ente local (art. 71), ya, en fin, en la propia sentencia (art. 82) y, en
todo caso, sin entrar a conocer del fondo del asunto. A

La falta de concurrencia de los requisitos basicos aludidos se
relaciona. directamente con el contenido de la sentencia. El articu-
lo 8 de la Ley 40/1981, congruentemente con el cambio de orienta-
cién, modifica parcialmente el articulo 118 de la Ley de la Jurisdic-
cién. En efecto, segin éste, el Tribunal dictara sentencia por la
que se levante la suspensién o se anule el acto a que la misma se
refiere; ahora, la sentencia habra de contener alguno de los fallos
a que se refieren los articulos 81 y siguientes de la Ley de la Juris-
diccién, o sea, inadmisibilidad, desestimacién por adecuacién del
acto impugnado al Ordenamiento juridico o estimacién «cuando el
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acto o disposicién incurriere en cualquier forma de infraccién del
Ordenamiento juridico, incluso la desviacién de poder».

Salta a la vista lo confuso de la modificacién del articulo
118 LICA. Porque de aplicarla en su literalidad resultaria que el
Tribunal tendria que dictar sentencia estimatoria en el supuesto de
apreciar infraccién legal, aunque no concurriese el otro requisito:
afectar directamente a materia de la competencia del Estado.

Pero, a nuestro juicio, el proceso de impugnacién especialisimo
del articulo 8, a que nos referimos, no puede utilizarse para una
finalidad distinta de la querida por la Ley, de suerte que la impug-
nacién debe fracasar si esa concurrencia de requisitos no se pro-
duce; el proceso de impugnacién por simple infraccién legal tiene,
como hemos de ver, otro cauce.

¢Cudl tendria que ser, en tal supuesto, el contenido de la sen-
tencia? Nosotros creemos que debe consistir pura y simplemente
en una declaracion de inadmisibilidad por defecto legal en el modo
de proponer la demanda (art. 533.6 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil) o por impugnacién defectuosa (art. 82 de la Ley de la Juris-
diccién). Declaracién de inadmisibilidad que por su propia natu-
raleza no excluye que el Tribunal pueda estimar un eventual re-
curso, interpuesto en plazo y forma, basado en simple infraccién
legal, incluso promovido por la propia Administracién del Estado.

c). Es muy singular que el articulo 8.1 de la Ley 40/1981 remita
al procedimiento del articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién, con
la modificacién apuntada. De tal remisién se derivan no pocas difi-
cultades, pues no resulta sencillo armonizar el nuevo proceso im-
pugnatorio que requiere una parte actora con un proceso concebido
para una especifica y concreta finalidad, que al decir del Profesor
ENTERRIA «presenta perfiles peculiares que le distinguen netamente
del que con caricter general disefia la Ley Jurisdiccional, ya que
no se trata de un proceso impugnatorio dirigido a la revisién
a posteriori de decisiones previas de la Administracién de caracter
ejecutorio, sino de un mecanismo de tutela que pretende cohonestar
la autonomia del Ente tutelado con las exigencias de la legalidad,
mediante la atribucién a los Tribunales de la competencia para
resolver en primer término los eventuales conflictos»; con voz
autorizada, se ha dicho que la remisién al proceso regulado en el
articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién tenia sentido en la sus-
pensién que el articulo 8 del Real Decreto-ley 3/1981 regulaba,
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pero no en la impugnacién prevista en el articulo 8 de la Ley 40/
1981.

El problema trasciende a la representacién y defensa de la
Administracién del Estado y en términos tales que en la practica
se han sostenido posturas radicalmente distintas. El articulo 118
de la Ley de la Jurisdiccién contemplaba la figura del Gobernador
civil trasladando a la Sala el acuerdo de suspension, del que era
autor, sin que hubiese en puridad parte actora, y ello hasta el
punto que la intervencién de la Abogacia del Estado se caracteri-
zaba por su asepsia y neutralidad, informaba acerca del manteni-
miento o anulacién del acuerdo, y venia a ser como un directo
cooperador del Tribunal asesorandole, funcién incongruente con
la postura de un verdadero representante y defensor de parte;
y como el Real Decreto 186/1981, de 5 de febrero, se declaré expre-
samente en vigor, tras la Ley 40/1981, por el Real Decreto 3183/
1981, de 29 de diciembre, se estimé por algin sector que el érgano -
impugnante habria de ser precisamente el Gobernador civil, man-
teniendo la Abogacia del Estado la apuntada misién informadora,
tanto mas que el articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién no fue
modificado en este punto, incomprensiblemente si’se quiere, por
el articulo 8 de la Ley 40/1981. Teoria que no se sostiene, aunque el
confusionismo legal haya dado pie a ella, porque ahora ya no se
trata de un procedimiento nacido de un acto suspensorio dictado
por una Administracién tutelante, sino de una auténtica impugna-
cién, con partes perfectamente diferenciadas y antagénicas, una
de ellas la Administracién del Estado, que en todo caso ha de estar
representada y defendida ante la Jurisdiccién Contencioso-admi-
nistrativa por la Abogacia del Estado (arts. 34 de la Ley de la Ju-
risdiccién y 38 de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero de
1977), siendo incongruente e ilegal que esas representacién y de-
fensa haya de asumirlas el Gobernador civil sin precepto legal
expreso que a ello le ampare, y dejando al verdadero y propio
representante procesal y Abogado de la Administracién reducido
al papel de simple informador, con facultades incluso de discrepar
de la Administracién que representa.

Entendemos nosotros que es funcién del Gobernador civil, pre-
vios los asesoramientos oportunos, adoptar decisiones en orden
a la impugnacién; tomada esa decisién, a la Abogacia del Estado
compete interponer el recurso. Lo que encuentra apoyo incluso en
la regulacién de las Direcciones Provinciales de Administracién
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Local. Véase la Orden de 29 de marzo de 1982, en cuyo articulo 1 se
establece como funcién de las Direcciones Provinciales la de «pro-
puesta de impugnacién», e impugnacion que incumbe a los Gober-
nadores civiles mediante resolucién motivada, lo que entrafia el
desencadenamiento de un proceso que desde su primera actuacién
judicial ha de ser asumido por la Abogacia del Estado.

3. IMPUGNACION ORDINARIA DE ACUERDOS ILEGALES

Las singularidades de la Ley 40/1981 no terminan con lo que
hemos comentado. Contiene un nuevo precepto:

— Articulo 9. Estaran legitimados para impugnar aquellos
acuerdos de las Corporaciones locales que incurran en infraccién
del Ordenamiento juridico, la Administracién del Estado y los
miembros de las Corporaciones que no los hubieran votado favo-
rablemente.

El nuevo precepto abandona la técnica del articulo 8 que fa-
culta a ]a Administracién para impugnar, sustituyéndola por una
proclamacién de legitimacién. Tanto es asi que podria parecer que
ambos articulos constituyen las dos caras de una moneda: descrip-
cién de actos impugnables, efectos de la impugnacién, procedi-
miento y plazo, por un lado, y legitimacién, por el otro. Pero no
es asi, porque la impugnacién a que alude el articulo 9 es mas
amplia en su contenido, pues afecta a cualesquiera acuerdos que
infrinjan el Ordenamiento juridico, frente a los que «constituyen
infraccién de las Leyes y afecten directamente a materias de la

. competencia del Estado»; amén de que se amplia el nimero de per-
sonas legitimadas y de que también el articulo trata de la legiti-
macién. Ademas, nos parece claro que el articulo 8 de la Ley 40/
1981 se refiere en exclusiva a ,una especial impugnacién en via con-
tencioso-administrativa, en tanto que el articulo 9 no limita el tipo
de impugnacién pudiendo ser contencioso-administrativa, pero tam-
bién econémico-administrativa. Mas aun, esta reclamacién econé-
mico-administrativa sera la procedente en multitud de casos, antes
de desembocar en la via jurisdiccional.

Nosotros queremos ver en la redaccién del articulo 9 un tras-
plante de la Ley 34/1981, de 5 de octubre, pero ya no reducido
exclusivamente a la via contencioso-administrativa. En todo caso,
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resulta notorio que la impugnacién regulada en el articulo 9 es
distinta de la prevista en el articulo 8, no ya por su contenido
y personas legitimadas, sino por el plazo, tipo de accién, procedi-
miento y régimen de suspensién del acuerdo impugnado.

Concretemos:

— La Ley utiliza la palabra «para impugnar». Con lo que no
se circunscribe la impugnacién a la via contencioso-administrativa;
afecta también a la via propiamente administrativa y a la econémi-
co-administrativa. De ello se sigue, y ademdas por consideraciones
de caracter general, que antes de acudir a la Jurisdiccién Conten-
cioso-administrativa es preciso interponer el recurso previo de
reposicién (art. 52 de la Ley de la Jurisdiccién), salvo los casos
exceptuados (arts. 53, id., y 126 de la Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo), como también sera preciso seguir la via econdémico-
administrativa, previamente, en los supuestos de impugnacién de
liquidaciones (art. 42 del Reglamento de Procedimiento en las
Reclamaciones Econémico-administrativas), presupuestos, tributos
y ordenanzas fiscales (art. 26 de la Ley 40/1981).

— Puesto que el precepto no hace referencia a ninguna singu-
laridad, como no sea la especial legitimaciéon en pro de la legali-
dad, todos los recursos o reclamaciones a ejercitar han de someterse
a los plazos previstos en las normas que los regulan, y otro tanto
cabe decir respecto del procedimiento a seguir.

— La interposicién del recurso contencioso-administrativo no
conlleva la suspensién del acuerdo impugnado, sin perjuicio de que
se decida asi por el Tribunal, a instancia del actor (art. 122 de la
Ley de la Jurisdiccién), sin que la Sala pueda exigir a la Adminis-
tracién del Estado caucién alguna para responder de dafios y per-
juicios (art. 124), por cuanto el articulo 8 del Estatuto de la Direc-
cién General de lo Contencioso y del Cuerpo de Abogados del Esta-
do, aprobado por Real Decreto de 21 de enero de 1925 (véase
también el art. 38 de la Ley General Presupuestaria de 4 de enero
de 1977), asi lo dispone; aunque entendemos que tal caucién habria
de ser exigida a los miembros de las Corporaciones locales a cuya
instancia el Tribunal decrete la suspensién, pues si bien el articu-
lo 661.4 LRL exonera a dichas Corporaciones de la prestacién de
cauciones, fianzas o depésitos ante Tribunales de cualquier juris-
diccién, obviamente ello no es extensible a sus miembros, salvo
precepto legal expreso, tanto mas si se admite, con ENTERR{A, que
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el fundamento de tal privilegio radica en la solvencia econémica
de los entes publicos. Por supuesto, cuanto hemos dicho bajo este
parrafo es perfectamente aplicable a las reclamaciones econémico-
administrativas (arts. 80 y 81 del Reglamento).

— EIl precepto que comentamos legitima a ]la Administracién
del Estado y a los miembros de las Corporaciones que no hubieran
votado favorablemente el acuerdo. Parece fuera de toda duda que
se alza asi un fundamento legitimador, la defensa del Ordenamiento
juridico, distinto al regulado en los articulos 113 LPA, 28 LJC y 32
del Reglamento de Reclamaciones Econémico-administrativas. La
infraccién del Ordenamiento juridico, que en el sistema general de
recursos, en su régimen normal (arts. 115 LPA y 83 LJCA), consti-
tuye el fundamento de la pretension, puesto que la legitimacién se
ampara en un interés, pasa a ser auténtico amparador de la legiti-
macién. En el proceso impugnatorio del articulo 9 de la Ley 40/
1981, la legitimacién no se apoya en una relacién directa y espe-
cifica del actor con el objeto del proceso, sino en la simple discor-
dancia del acto dictado con el Ordenamiento juridico. Y conviene
precisar que este fundamento legitimador, defensa de la legalidad,
no es nuevo en nuestro Derecho. A la postre, el procedimiento es-
pecial previsto en el articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién tiene
el mismo fundamento; como igualmente lo tiene la accién piblica
urbanistica del articulo 235 de la Ley del Suelo, pues, como dice
la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de mayo de 1980, «con ella
se amplia el ambito de la legitimacién activa, regulado en el articu-
lo 28 de la Ley de esta Jurisdiccion —sentencias del Tribunal
Supremo, Sala 42, de 11 de enero de 1972, 7 de mayo de 1973,
4 de mayo y 15 de noviembre de 1974, entre muchas mas—, hasta
el punto de bastar, en esta concreta materia de urbanismo, el
mero interés de la legalidad, que, en otro caso, seria insuficiente
para permitir el acceso a la via contencioso-administrativa, pues
faltaria el interés personal y directo que se exige en el aludido
precepto», sentencia que, por otro lado, reconoce paladinamente
la viabilidad de la accién emprendida por un concejal sin interés
personal alguno.

— Pero la legitimacién asi establecida no significa derogacién
o exclusién de las restantes normas procesales. En definitiva, el
miembro corporativo que personalmente puede promover el re-
curso de reposicién previo o la reclamacién econémico-administra-
tiva (arts. 24 LPA y 35 y 38 del Reglamento de Procedimiento Eco-
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némico-administrativo), ha de valerse en via contencioso-adminis-
trativa de Procurador y Letrado o de Letrado con poder al efecto
(articulo 33 LICA); y la representacién y defensa de la Administra-
cién del Estado incumbe, en todo caso, a la Abogacia del Estado
(articulo 34), sin que el Gobernador civil pueda desencadenar el
proceso, aunque de €l haya de partir la iniciativa.

— Finalmente, hemos de aludir a otras diferencias que se ob-
servan entre los articulos 8 y 9 de la Ley 40/1981, en especial «in-
fraccién de las Leyes» e «infraccién del Ordenamiento juridico»,
y «actos y acuerdos de las Corporaciones locales» y «acuerdos de las
Corporaciones locales», diferencias terminolégicas que plantean
cierta confusién. Mas adelante, capitulo VII, volveremos sobre
estas importantes cuestiones.

4. RELACIONES ENTRE LOS ARTfCULOS 8 Y 9

El mutuo juego de los articulos 8 y 9 induce a otras conside-
raciones.

— Nosotros inferimos que la Administracién del Estado puede
perfectamente no utilizar la via especial del articulo 8 de la Ley 40/
1981, aun existiendo la concurrencia de requisitos exigibles, infrac-
cién legal y materia que afecta directamente a la competencia de la
Administracién del Estado, y reducirse a la impugnacién que po-
driamos denominar normal del articulo 9. Pero en todo caso, obvio
resulta que el proceso impugnatorio del articulo 9 puede ser pro-
movido también por otras partes, y si ello sucediera asi, visto es
que la acumulacién seria procedente (arts. 47 LJCA y 48 y 49 del
Reglamento de Procedimiento de las Reclamaciones Econémico-
administrativas).

— La acumulacién en los términos dichos no parece suscitar
dificultades. Pero se eriza de escollos cuando se ejerciten recursos
contencioso-administrativos por ambas vias: la Administracién del
Estado.(art. 8) y un miembro corporativo (art. 9). En ambos casos
se postula la anulacién de un mismo acuerdo, ciertamente, pero la
acumulacién no parece posible por incompatibilidad procedimen-
tal. Lo que no empece a que dictada sentencia estimatoria en uno
de los procesos constituya cosa juzgada en el otro, lo que conlle-
varia a la declaracién de inadmisibilidad de éste (art. 82.d) LICA);
otra cosa seria la inadmisibilidad o desestimacién (art. 86).
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— La declaracién de inadmisibilidad del recurso via articulo 8
de la Ley 40/1981, incluso en el supuesto de que tal declaracién se
produzca in limite litis (art. 62 LICA), desemboca en una pérdida
de la oportunidad de reiterarlo, ya que el plazo de interposicién de
seis dias (art. 8.2) es perentorio. Mas, como ya hemos apuntado,
subsiste la posibilidad de ejercicio de la accién impugnatoria del
articulo 9 si hubiese tiempo habil.

— Por lo demas, resulta patente que la prosperabilidad de la
impugnacién regulada en el articulo 8 de la Ley 40/1981 es mas
dificultosa que la de la prevista en el articulo 9. En el fondo
tienen un darea comun, la infraccion del Ordenamiento juridico,
pero la primera requiere, ademas, que el acuerdo impugnado afecte
directamente a materia de la competencia del Estado. De ello se
sigue que la Administracién impugnante ha de ponderar muy cui-
dadosamente cual de los caminos elige; el segundo tiene la ventaja
de una mayor seguridad y los inconvenientes de su mayor com-
plejidad, amén de que no se produce la suspensién del acto o acuer-
do impugnado, salvo la posibilidad abierta por el articulo 122 LICA.

— De todos modos, licitamente podemos plantearnos la posi-
bilidad de que la Administracién del Estado utilice la via del ar-
ticulo 9, aun halldindose en tramite el proceso del articulo 8, y ha-
bremos de inclinarnos por una solucién positiva; en rigor no existe
litis pendencia, ya que en uno y otro caso no existe la misma causa
de pedir, pues, como tiene declarado la jurisprudencia, la excep-
cién de litis pendencia tiene por objeto prevenir la eventualidad de
que se dicten sentencias contradictorias, y para estimarla es nece-
sario que reuna los requisitos sefialados en el articulo 1.252 del
Cédigo Civil, o sea, la mas perfecta identidad entre las cosas, las
causas, las personas de los litigantes y la calidad en que lo fueron.

— Consecuencia derivada de la diferencia entre ambos proce-
sos es la distinta actuacién del coadyuvante. Tal y como se infiere
del articulo 118 LICA, en el proceso en él regulado, pueden perso-
narse como coadyuvantes cualesquiera personas que tengan interés
en el mantenimiento o anulacion del acuerdo. Si bien se considera,
el articulo 8 de la Ley 40/1981, como en el caso de la intervencién
de la Abogacia del Estado, ha desaprovechado la oportunidad de
modificar en tal punto el articulo 118 para acomodarlo al régimen
general, regulado en el articulo 30.1 LICA, segiin el que el coadyu-
vante acttia siempre en defensa del acuerdo impugnado, salvo el
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supuesto especial, que ahora no viene al caso, de que la Adminis-
traciéon demandante impugne sus propios actos.

VII. EL PROYECTO DE LEY DE BASES
DE LA ADMINISTRACION LOCAL

1. PRINCIPIOS INSPIRADORES

La cuestién o cuestiones que en este trabajo hemos acometido
no ha recibido un tratamiento que pudiéramos calificar de defi-
nitivo con la Ley 40/1981. El denominado Proyecto de Ley por el
que se aprueban las Bases de la Administracién local, ya hace
algin tiempo remitido por el Gobierno al Congreso de los Dipu-
tados, aunque se presume no verd la luz en la actual legislatura,
contempla, bajo el titulo III, capitulo II, la Suspensién de acuer-
dos y ejercicio de acciones, si bien, entendemos, de una manera
genérica, propia de una Ley que ha de ser desarrollada por las
Comunidades Auténomas mediante su propia legislacién (art. 1.1.c),
e incluso por el propio Gobierno, siquiera sea con caracter de tem-
poralidad (Disposicién final 5.2). Véase, a este respecto, el capitu-
lo III: Naturaleza de la nueva Ley, de la Exposicién de Motivos;
también el estudio de Juan Luis de SI1MON ToBALINA: «El Proyecto
de Ley de Bases de la Administracién local» (RevisTA DE EsTtUDIOS
DE LA VDA LocAL, 213/1982). La ambigiiedad sobre la naturaleza de
la Ley puede generar dudas acerca de su aplicabilidad inmediata y
directa una vez promulgada, pues, como sefiala la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 31 de mayo de 1952, una Ley de Bases «no tiene
de momento fuerza preceptiva para las Corporaciones y ciudadanos
todos, salvo en el caso que expresamente lo disponga, hasta tanto que
el texto articulado que anuncia haya sido sancionado y publicado
por el poder ejecutivo». Salvando, naturalmente, cualquier criterio,
opinamos que no se trata en puridad de una auténtica Ley de Bases,
sino de la normativa general aplicable a cualquier Comunidad Auté-
noma, por cuanto no anuncia la promulgacién de un texto articu-
lado y la legislacién posterior que se anuncia es de desarrollo
y ejecucién (art. 1 y Disposicién final 5.2), amén de que muchos
de sus preceptos demuestran su vocacién de inmediata aplicacién
(asi, Disposiciones transitorias 1.2, 2.2, etc.). Por otro lado, el texto
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de la Ley se desarrolla en articulos, y creemos que en la misma no
se emplea la palabra Bases ni una sola vez.

Hemos de referirnos de nuevo a la Exposicién de Motivos, ca-
pitulo VI: El control de legalidad de los actos y acuerdos de las
Corporaciones locales. Alli se mencionan los principios basicos ins-
piradores y que han de guiarnos en la interpretacién del articulado:\

— En un régimen de autonomia, las facultades fiscalizadoras
o de control sobre actos o acuerdos de las Corporaciones locales
tienen caracter excepcional.

— El control de legalidad compete a los Tribunales de Justicia,
conforme al articulo 106 de la Constitucién, segin el que: «Los
Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de
la actuacién administrativa, asi como el sometimiento de ésta a los
fines que la justifican».

— La efectividad de este control exige legitimar a la Adminis-
tracién del Estado y a las Comunidades Auténomas para el ejercicio
de las pertinentes acciones de impugnacién.

— La suspensién de actos y acuerdos por parte de autoridades
u organismos gubernativos estd vedada. «Tampoco la Administra-
cién del Estado podra ejercer facultades de suspension, fiscaliza-
cién, aprobacién o control previo. Serd, pues, imprescindible acu-
dir a los Tribunales de Justicia».

Aun a riesgo que ese Proyecto sea alterado, vamos a intentar
su estudio.

2. LA EJECUTIVIDAD DE LOS ACTOS Y ACUERDOS

El Proyecto consagra como norma ordinaria la inmediata eje-
cutividad de los actos emanados de las Entidades locales.

— Articulo 46.1. Los actos de las Entidades locales seran in-
mediatamente ejecutivos, salvo en aquellos casos en que una dis-
posicién legal establezca lo contrario o cuando interpuesto recurso
proceda legalmente la suspensién.

No constituye novedad. Realmente, la ejecutividad de los actos
y acuerdos de la Administracién publica estd garantizada por la
normativa vigente: articulo 101 LPA, de aplicacién supletoria al
Régimen local (art. 1.4), que el propio Proyecto respeta (art. 1.2
y Disposicién transitoria 5.*). Analogamente, el articulo 361 LRL,
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segun el que los actos y acuerdos de las autoridades y Corporacio-
nes locales seran inmediatamente ejecutivos cuando no requieran
autorizacién o aprobacién gubernativa, sin perjuicio de los recur-
sos que la Ley establece. Bien es verdad que esa norma general
no tuvo con la Ley de Régimen local un alcance absoluto, alzan-
dose excepciones muy cualificadas, pues, ademas de las apuntadas
en el propio precepto, se regulaba pormenorizadamente en los ar-
ticulos siguientes la suspensién de acuerdos por los Presidentes de
las Corporaciones y por el Gobernador civil.

Y, finalmente, el articulo 3.1 del Real Decreto 1262/1981, de
5 de junio, segun el que «los actos y acuerdos de las Corporaciones
locales seran inmediatamente ejecutivos, salvo cuando requieran,
conforme a la legislacién vigente, la autorizacién o aprobacién
definitiva de la Administracién del Estado o de las Comunidades
Auténomas, o cuando interpuesto recurso, la autoridad a quien
corresponda resolverlo decida su suspensién».
- La novedad del Proyecto es que la gama de excepciones se re-
duce. La suspensién, como situacién de excepcién, necesita el am-
paro de una disposicién legal o bien la interposicién de un recurso.

Desde una 6ptica general podriamos sistematizar los supuestos
de suspensién.

1) Actos sometidos a régimen de autorizacién o aprobacién.

Cualquiera que sea el juicio que sobre el sistema de autoriza-
ciones y aprobaciones se tenga en relaciéon con la autonomia, es
menester dejar comstancia que no s6lo subsiste en la actualidad,
sino que el Proyecto, pese a la declaracién de su Exposicién de
Motivos, lo utiliza. Véase cémo el articulo 49.2, apartados a) y b),
contempla esa posibilidad respecto de ciertos acuerdos, que ni
siquiera de manera genérica se definen, dictados por érganos cor-
porativos. El articulo 1134, a su vez, sefiala como necesaria la
autorizacién de la Administracién del Estado para ciertas y deter-
minadas operaciones financieras, y el articulo 71.2 contempla la
aprobacién por la Comunidad Auténoma de provincializaciones
-y municipalizaciones de servicios en régimen de monopolio.

En la actualidad, vigente la Constitucién, y no obstante la su-
presién de mecanismos tutelares efectuada por el Real Decreto
1710/1979, de 16 de junio; Real Decreto-Ley 3/1981, y Ley 40/1981,
asi como Real Decreto-ley 16/1981, de 16 de octubre (materia urba-
nistica), subsisten muchos casos de aprobaciones y autorizaciones.
Espigamos:
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— Articulo 125 LRL. Determinados acuerdos de las Entidades
Locales Menores precisan de ratificacién por el Ayuntamiento.

— Ley del Suelo. Determinados instrumentos de ordenacién
han de ser aprobados definitivamente por érganos extramunici-
pales.

— Articulo 189 LRL. Enajenacién de bienes.

— Articulo 164.4. Normas aprobadas por Real Decreto 3250/
1976, de 30 de diciembre. Operaciones crediticias.

— Y otros mas.

Dada la indole de este trabajo no vamos a profundizar sobre la
distinta naturaleza y efectos de los actos de autorizacién y aproba-
cién. Quede apuntado, no obstante, que la autorizacién, «decla-
racién de voluntad con la cual un sujeto o un érgano de la Admi-
nistracién publica permite que otros ejerciten un derecho o poder
propio, previa valoracién de la oportunidad de tal ejercicio en re-
lacién al interés especifico que el sujeto autorizante debe tutelar»
(Garrmo FarLA), v la aprobacién, «declaraciéon de voluntad admi-
nistrativa que acepta como bueno un acto de otro érgano, comple-
tando asi su eficacia juridica» (SAYAGUES), presuponen otros actos,
y sobre ellos operan, de la Administracién local, que, por ende, han
de conceptuarse como provisionales. Pero el acto provisional, por
naturaleza, estd carente de ejecutividad, hasta el punto que no es
susceptible de recurso administrativo (art. 121 LPA), ni contencio-
so-administrativo (art. 37 de la Ley de la Jurisdiccién).

La falta de ejecutividad de los actos sometidos a autorizacién
y aprobacién se contempla de modo genérico en los articulos
361 LRL y 3.1 del Real Decreto 1262/1981.

2) Actos no ejecutivos por estar sometidos a un determinado
condicionamiento legal y en tanto éste no se cumpla. Caso tipico,
el previsto en el articulo 110 LRL.

3) Actos impugnados en via administrativa y cuya suspensién
acuerde el é6rgano llamado a resolver el recurso. Véanse los articu-
los 116 LPA, 81 del Reglamento del Procedimiento Econémico-
administrativo de 20 de agosto de 1981 y 3.1 del Real Decreto
1262/1981.

4) Actos impugnados en via contencioso-administrativa y que
por expresa declaracién legal quedan en suspenso por la simple
interposicién del recurso. Asi, articulos 48 del Proyecto de Ley de
Bases y 8 de la Ley 40/1981, de 28 de octubre. Volveremos sobre ello.
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5) Actos impugnados en via contencioso-administrativa, sus-
pendidos por el propio Tribunal (arts. 122 y sigs. de la Ley de la
Jurisdiccién), y, en general, articulos 367 LRL y 333 ROF.

Y hacemos abstraccién de los dictados en el ejercicio de com-
petencias compartidas por distintas Administraciones publicas que
afectan a sus respectivos intereses; los actos emanados al respecto
de la Administracién local no pueden, en rigor, calificarse de pro-
visionales, y en ellos no opera suspensién alguna de su ejecutividad,
sino al contrario, ostentan la ejecutividad que les es propia, acorde
con su naturaleza, de paso necesario, para llegar a la decisién final.
Asi, los acuerdos municipales sobre alteracién de términos, crea-
cién o supresién de Municipios, etc....

Como vemos, el Proyecto no pretende dejar incélume, en todo
caso, el principio de la ejecutividad de los actos de las Corpora-
<ciones locales. Sus pretensiones son mas modestas, que no haya
autoridad gubernativa que los suspenda, y mas realistas, que la sus-
pensién quede ligada por imperio de la Ley al acto de impugnacién.
Y llamamos la atencién sobre ello porque nos parece, frente a al-
guna interpretacién contraria, que en la frase del articulo 41.1:
«salvo en aquellos casos en que una disposicién legal establezca lo
contrario», que no existe germen alguno de posibilidad de que una
Ley autorice a una autoridad gubernativa para la suspension, pues,
como hemos visto anteriormente, posiblemente incurriria en anti-
constitucionalidad.

3. LA IMPUGNACION DE ACTOS Y ACUERDOS

A) Generalidades

El Proyecto mantiene la linea ya iniciada por las Leyes 34/
1981 y 40/1981, de 5 y 28 de octubre, respectivamente. _

La impugnacién de actos y acuerdos de las Corporaciones loca-
les puede obedecer a una doble finalidad, bien estrictamente orien-
tada a restablecer la legalidad presuntamente infringida, bien a
conseguir una pretensién concreta a instancia de un interesado
0 titular de un derecho subjetivo. Precisamente, ese interés legiti-
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mo, personal y directo o la titularidad de un derecho subjetivo,
configuran con caracter ordinario la legitimacién activa necesaria
para desencadenar el proceso impugnatorio y, eventualmente, ob-
tener una resolucién o sentencia acorde con la pretensién, ya en
via administrativa, econémico-administrativa o contencioso-admi-
nistrativa. Véanse los articulos 22 LPA, 32 del Reglamento de Pro-
cedimiento Econémico-administrativo y 28 de la Ley de la Juris-
diccién Contencioso-administrativa. Y el mismo Proyecto de Ley
de Bases alude a ello en el articulo 49, segin el que, «contra los
actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la via
administrativa, los interesados podran ejercer las acciones que pro-
cedan ante la Jurisdiccién competente». Y de ello se infiere que la
Administracién del Estado, la Comunidad Auténoma, los Entes
institucionales y las Entidades locales en quienes concurra la con-
dicién de interesados, pueden ejercitar esas acciones frente a actos
o acuerdos de las Corporaciones locales que les afecten, sometién-
dose, por lo demas, a las normas ordinarias que regulan el proce-
dimiento concreto de la accién o recurso ejercitados. No hay sin-
gularidad alguna, por lo que incluso la Administracién del Estado
tendria que promover recurso de reposicién como previo al conten-
cioso-administrativo en los casos no exceptuados.

Ahora bien, lo especifico del problema que venimos contem-
plando, se encuentra en la necesidad de arbitrar un sistema de
impugnacién tendente a asegurar que los Entes locales actien con
sometimiento pleno a la Ley y al Derecho (art. 103 de la Constitu-
cién); y puesto que ello no cabe esperarlo de una manera general
de la actuacién de los especificamente legitimados y que el princi-
pio de autonomia es incompatible con cualesquiera formas de tu-
tela, se atribuye a determinados Entes una especial legitimacién
impugnatoria, basada en parametros distintos del interés o el de-
recho subjetivo, legitimacién que se fundamenta pura y simple-
mente en el mantenimiento de la legalidad, como valor supremo
que surge del pueblo y que se realiza por medio de sus represen-
tantes (art. 66 de la Constitucién). Esta especial legitimacién se
vincula directamente a la fundamentacién juridica (véanse articu-
los 115 LPA y 84 LICA): el articulo 46.2 del Proyecto enlaza la legi-
timacién a la infraccién del Ordenamiento juridico, sin méas preci-
siones. Esa impugnacién va a ser objeto de nuestro estudio.
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B) Legitimacion

«Estaran legitimados para impugnar aquellos acuerdos de las
Entidades locales que incurran en infraccién del Ordenamiento
juridico, la Administracién del Estado y las Comunidades Auténo-
mas, en los casos previstos en el articulo 47 de la presente Ley,
y los miembros de las Corporaciones que no los hubieren votado
favorablemente». :

Conviene precisar que no todos los titulares de la legitimacién
la poseen con la misma extensién y alcance. Para matizar esta apre-
ciacién parece indispensable referirnos al concepto de infraccién
del Ordenamiento juridico, pues, como hemos apuntado, la infrac-
cién desempefia un doble papel: fundamenta la impugnacién y legi-
tima a la parte actora. Al respecto, llama la atencién la varia termi-
nologia que el Proyecto utiliza:

— Articulo 46.2: «infraccién del Ordenamiento juridico».

— Articulo 47.1: «infringe la legislacién del Estado».

— Articulo 47.4: «legislacién dictada por las mismas» (Comu-
nidades Auténomas).

— Articulo 48: «infraccién de las Leyes».

Y surge la duda de si esas expresiones se emplean intencionada-
mente, contemplando distintos supuestos, o bien son variados mo-
dos de reflejar una tinica realidad.

Estimamos que la expresién del articulo 47.1: «infringe la le-
gislacién del Estado», es equivalente a la del articulo 46.2: «infrac-
cién del Ordenamiento juridico». El Ordenamiento juridico es un
concepto integral siné6nimo del Ordenamiento juridico del Estado;
éste no se cifie en exclusiva al emanado de las Cortes Generales
y de los érganos de la Administracién central, sino que comprende
el surgido de las Comunidades Auténomas y de las propias Corpo-
raciones locales. Espafia es un Estado unico compatible con las
Comunidades Auténomas y Entidades locales que en él se integran;
las normas que de estos Entes auténomos nazcan tienen el caricter
de Ordenamiento juridico del Estado, con la limitacién de que su
aplicabilidad se reduce a una determinada porcién del territorio.
Cosa distinta es la expresién «legislacién dictada por las mismas»,
del articulo 47.4, que est4 revelando sin lugar a dudas el érgano
de que esa normativa dimana: es también legislacién del Estado,

REVL-1983, nim. 217. FIGUEIRA LOURO, MIGUEL. SUSPENSION/IMPUGNACION POR LA ADMIN...



REVL-1983, nim. 217. FIGUEIRA LOURO, MIGUEL. SUSPENSION/IMPUGNACION POR LA ADMIN...

SUSPENSION/IMPUGNACION ADMON. ACUERDOS ILEGALES CORP. LOCALES 55

pero aprobada y promulgada por una Comunidad Autonoma para
que rija en su territorio.

Pero hay que considerar especificamente si las frases «legisla-
cién del Estado», «legislacién dictada por las mismas» e «infrac-
cién de las Leyes» estdn refiriéndose a un sentido estricto de la
Ley, o sea, Ley formal. Creemos que no es ésa la intencionalidad
del Proyecto. Nos basamos para ello en que tales expresiones han
de relacionarse con la de «Ordenamiento juridico» (art. 46.2); en
definitiva, se trata de regular la impugnacién de los actos y acuer-
dos de las Entidades locales y ello obliga a una interpretacién inte-
gradora con la normativa existente, pues no cabe echar en olvido
los articulos 115 LPA y 83 LICA; por otro lado, la palabra «legisla-
cién» es lo suficientemente ambigua para que no haya de enten-
derse en el sentido de Ley formal, lo que resulta congruente con la
finalidad del sistema. Finalmente, no cabe desdefiar los anteceden-
tes, entre ellos, el articulo 362.1.4) LRL, que empleaba las palabras
«cuando constituyan infraccién manifiesta de las Leyes», que dio
lugar a contundentes declaraciones jurisprudenciales en el sentido
de que la palabra «Ley» debe entenderse, en un sentido amplio,
equivalente a norma juridica (sentencia de 17 de noviembre de
1966); que la «infraccién recogida en los articulos 362 y 365 LRL,
asi como en el articulo 118 de la de 27 de diciembre de 1956, no
hace referencia exclusiva a las Leyes en sentido formal, sino a cual-
quier disposiciéon o norma juridica capaz de obligar en derecho»
(sentencia de 20 de junio de 1970, referida, por cierto, a un caso
de infraccién de una simple Ordenanza municipal).

Pero lo expuesto pone de manifiesto la conveniencia de que el
Proyecto fuese mas rigorista en el empleo de términos técnicos
que, a la postre, pueden dar lugar a interpretaciones dispares.

Sentadas las precedentes afirmaciones, ya estamos en condicio-
nes de precisar el alcance y extensién de la legitimacién impug-
natoria.

— La Administracién del Estado asume la legitimacién en ple-
nitud, cualquiera que sea el Ordenamiento juridico infringido, ya
general, ya emanado de las Comunidades Auténomas o de las pro-
pias Entidades locales (Ordenanzas y Reglamentos). La defensa del
Ordenamiento juridico integral y omnicomprensivo es el titulo le-
gitimador para la Administracién del Estado y con alcance general
a todo el territorio.
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— La Comunidad Auténoma ostenta la legitimacién con una
doble limitacién: territorial, por cuanto tan sélo puede referir la
impugnacién a los acuerdos de Entes locales integrados en su pro-
pio territorio, y, por otro lado, esa impugnacién ha de fundamen-
tarse en violacién de las normas dictadas por la Comunidad Aut6-
noma, como se desprende de los articulos 46.2 y 47.4 del Proyecto.

— A los miembros de las Corporaciones que no hubiesen vota-
do favorablemente el acuerdo, les legitima la Ley con el mismo
alcance de fondo que a la Administracién del Estado, pero, obvia-
mente, tan sélo pueden impugnar los acuerdos que procedan del
Ente local de que forman parte.

El problema de la legitimacién, algo confuso y sujeto a contro-
versia en vista de la varia terminologia utilizada, todavia se com-
plica cuando del concepto de infraccién pasamos al de acto impug-
nable. Porque los articulos 46.2 y 47.1 hablan de acuerdos, en tanto
que el articulo 48 se refiere indistintamente a actos y acuerdos,
y el 47.3, a actos o acuerdos. Vuelve a surgir la razonable duda de
si esa diferencia terminolégica obedece a una consciente inten-
cionalidad. '

A nuestro juicio, en los articulos 46.2 y 47.1 se emplea la pala-
bra acuerdos en un sentido amplio, equivalente a resolucién o acto
administrativo, no en sentido estricto de acto emanado de un érga-
no colegiado. Asi lo creemos en aras de la unidad y armonia del
sistema, ya que de otro modo, salvo el supuesto especificamente
regulado por el articulo 48, los actos ilegales dictados por los Al-
caldes y Presidentes de las Corporaciones, no acuerdos en sentido
estricto, se hurtarian a la impugnacién. Por lo demis, no faltan
ejemplos en la legislacién actual de utilizacién de la palabra acuer-
do como sinénimo de acto administrativo, cualquiera que sea el
6rgano, unipersonal o colegiado, de que emane (véase el art. 43 de
la Ley de Procedimiento Administrativo); como también, en otras
normas se atribuyen indistintamente a érganos unipersonales o co-
legiados los actos y acuerdos (arts. 361 LRL y 223 ROF), y la misma
ténica sigue el articulo 48 del Proyecto. Nos remitimos también
a la Base 41 de la Ley 41/1975, que utilizaba al respecto una diccién
reveladora «o cuando se trate de acuerdos de los propios Presi-
dentes».

Pues bien, conforme a esta nuestra creencia, hemos de sostener
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que los actos susceptibles de impugnacién segin los articulos 46
y 47 del Proyecto han de emanar, como definitivos, del Pleno cor-
porativo, Comisién Permanente, Junta y Asamblea Vecinal (arts. 27
v 29), y, en general, de un 6rgano colegiado, pero también de 6r-
ganos unipersonales, sean Alcalde, Presidente de la Diputacién pro-
vincial o delegados de uno u otro (arts. 25 y 36), Alcalde Pedéaneo
(articulo 27) u otros érganos gestores unipersonales.

Y consecuentemente con ello, la legitimacién para impugnar de
un miembro corporativo se extiende no sélo a los actos dictados
por un érgano colegiado del que formen parte (casos de voto en
contra, abstencién o inasistencia), sino también a los actos dictados
por otros 6rganos colegiados (por ejemplo, Comisién Permanente,
-que en este caso se reafirma tal criterio por cuanto las funciones
de la Comisién Permanente se conciben, en todo caso, como dele-
gadas, segun los arts. 24 y 38 del Proyecto, arts. 32.2 de la Ley de
Régimen Juridico de la Administracién del Estado y 93.4 de la Ley
-de Procedimiento Administrativo) y a los dictados por érganos uni-
personales. Y quizd al tratar de la legitimacién del miembro cor-
porativo cabria aludir a las escasas posibilidades practicas que
-genera; téngase presente que el Proyecto ni siquiera contempla una
consecuencia tan inmediata como el tremendo costo que para el
impugnante puede representar el ejercicio de la accién, siquiera sea
‘para prever algin temperamento dulcificador (art. 371 LRL). Ca-
bria pensar en ampliar la legitimacién al grupo politico.

‘C) Accién impugnatoria

Nos enfrentamos ahora a un problema singular: tipo de accién
impugnatoria.

Inicialmente, la cosa no parece entrafiar dificultades, puesto
-que el Proyecto de Ley lo resuelve de manera muy precisa. Los
articulos 47 y 48 sefialan con claridad meridiana: «podra impugnar
el acto o acuerdo directamente ante la Jurisdiccién Contencioso-
-administrativa» y «podrdn ser impugnados por la Administracién
del Estado o por la correspondiente Comunidad, en el 4mbito de
'sus respectivas competencias, ante la Jurisdiccién Contencioso-ad-
‘ministrativa». ‘

Sin embargo, de nuevo surge el interrogante: ¢es intencionada
esa Unica referencia a la Jurisdiccién Contencioso-administrativa
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o la omisién de otras acciones impugnatorias es mas bien una in-
advertencia de los autores del Proyecto? Porque si nos aferramos al
texto de los articulos 47 y 48, resultard que ciertos actos adminis-
trativos que antes de ser impugnados en via contencioso-adminis-
trativa exigirian la reclamacién econdémico-administrativa, cuando-
el impugnante sea la Administracién del Estado o la Comunidad
Auténoma estin excluidos de tal reclamacién; cabria reforzar esta
postura constatando el empleo que se hace del adverbio «directa-:
mente» en el articulo 47.3, aunque a nosotros nos parece que tal
adverbio quiere significar la exclusién del recurso previo de re-
posicién.

Esa gama de actos econémicos (arts. 41 y 42 del Reglamento de:
Procedimiento Econémico-administrativo y 26 de la Ley 40/1981),
referidos a materias tributarias o presupuestarias, «supuestos en
los que existe un régimen especial de reclamaciones ante los Tri-
bunales Econémico-administrativos» (capitulo VI del Predmbulo),.
quedan sometidos a distinto régimen de impugnacién segin quienr
sea el accionante o incluso la indole de la legitimacién que ostente:

— Interesados en sentido tradicional: Reclamacién econémico-~
administrativa. Articulos 97 y 118 del Proyecto.

— Miembros corporativos que no hubiesen votado favorable-
mente: Reclamacién econémico-administrativa. Articulo 46.2 del
Proyecto. Conclusion que se reafirma habida cuenta que el articu-
lo 46 no tipifica, como los 47 y 48, la accién impugnatoria, y que
el articulo 97 expresamente legitima a esos miembros corporativos
para interponer la reclamacién econémico-administrativa contra los
acuerdos adoptados en materia de imposicién y ordenacién de tri-
butos; y la misma conclusién cabria deducir respecto de los acuer-
dos en materia presupuestaria, aunque sobre ello el Proyecto no es
tan preciso (art. 118).

— Administracién del Estado y Comunidad Auténoma, en el
régimen de los articulos 47 y 48. Recurso contencioso-administrati--
vo, con exclusién de la reclamacién econémico-administrativa.

Quiza los autores del Proyecto al imprimir esta direccién tuvie-
ron en cuenta el hecho de que los Tribunales Econémico-adminis--
trativos forman parte de la Administracién y padeceria, al menos
teéricamente, el principio de la independencia al existir una notable:
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aproximacién entre la parte impugnante y el 6rgano llamado a
decidir.

D) Procedimiento
Procuraremos sistematizar la materia.

:a) Recurso de reposicion

Harto sabido es que el recurso de reposicién se conceptia, en
general, como requisito previo al ejercicio de la accién contencioso-
:administrativa (art. 52 LICA). Las excepciones estdn claramente
-explicitadas (arts. 53, id., y 126 LPA). La falta de recurso de repo-
sicién, si fuere preceptivo, acarrea la inadmisién anticipada del
recurso (arts. 62 y 71 LICA) o su inadmisién en virtud de la sen-
tencia (art. 82, id.).

Tratase ahora de determinar si la impugnacién amparada por
los articulos 46/48 del Proyecto esta exceptuada del recurso de
reposicién, significando, ya de entrada, que no nos hallamos en
ninguno de los casos del articulo 53 LICA.

a’) Impugnacién por los miembros corporativos. No abriga-
mos duda al respecto. La tnica especialidad de la impugnacién
por un miembro corporativo es su cualidad de legitimado. Por con-
:siguiente, en los casos no exceptuados, el miembro corporativo ha
-de ejercitar previamente el recurso de reposicién. Obviamente, el
miembro corporativo, tratandose de reclamacién econémico-admi-
nistrativa, seria libre de interponer o no el recurso de reposicién,
ya que éste es, en todos los casos en que sea procedente, de caracter
‘potestativo.

b’) Impugnacién por la Administracién del Estado. El recurso
de reposicién, cuando quien impugna es la Administracién del Es-
tado, se sustituye por un requisito previo distinto, un requerimiento.

Tal sustitucién no deja de suscitar serios reparos. Pues el reque-
Timiento tiene siempre un caracter conminatorio; es, por natura-
leza, una intimacién, y, ademas, los efectos que con él se persiguen
muy dificilmente se armonizan con los principios que informan
Tnuestro Ordenamiento juridico en cuanto a modificacién/anulacién/
Tevocacién de acuerdos. En puridad, habida cuenta de tales princi-
Ppios, el requerimiento tan sélo habilitaria a las Corporaciones para
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volver de su acuerdo (revocar, anular o suspender, como dice el
Proyecto), cuando no se trate de acuerdos declarativos de derechos.
Pues la declaracién de nulidad de esos actos requiere dictamen fa-
vorable del Consejo de Estado (arts. 109 y 110.2 LPA), o la previa.
declaracién de lesividad y ulterior impugnacién en via contencioso-
administrativa (arts. 110.1 LPA y 56 LICA) o la interposicién del
recurso de reposicién, como analogamente su revocacién (articu-
lo 369 LRL); por lo que ataiie a la suspensién, se requeriria la
interposicién de un verdadero recurso (art. 116 LPA).

Parece, pues, que al requerimiento previsto en el articulo 47 del
Proyecto quiere atribuirsele, de una forma un tanto ambigua, los
mismos efectos que a un recurso de reposicién, pero rompiéndose:
el esquema tradicional, lo que, como hemos visto, genera no pocas.
dificultades. Como quiera que sea, el plazo que se otorga a la En-
tidad local para decidir sobre el requerimiento, quince dias, que
hay que entender finaliza no con la adopcién del acuerdo, sino con
la comunicacién del mismo a la Administracién del Estado, parece:
a todas luces insuficiente. Porque, ademds, no cabe echar en olvido-
a los interesados, de los que no es licito prescindir. Estimamos que-
chocaria violentamente con los principios informadores del proce-
dimiento administrativo que la Corporacién resolviera a espaldas
de los interesados, siendo menester darles audiencia en plazo no:
inferior a diez dias (art. 91 LPA), cuya omisién daria pie a una
alegacién de indefensién (art. 48, id.).

Hay que apuntar que en un régimen autonémico, las Corpora-
ciones locales encajarian perfectamente un recurso de reposicién;
ya es mas dudoso que un requerimiento, con la carga conminatoria.
que encierra, pueda admitirse de buen grado. En todo caso, obvio
resulta que ese especial privilegio que se otorga a la Administra-
cién del Estado puede generar repulsas o reacciones no deseables.
(articulos 105.c) y 137 y 140 de la Constitucién).

Tras lo expuesto, se desprende nuestro juicio contrario al re-
querimiento. Creemos que puede suprimirse sin que padezca lo mas:
minimo el sistema de impugnaciones, dejando el libre juego al
recurso de reposicion, a lo que cabria afiadir estos temperamentos:

— Ejercicio potestativo. Seria un caso mas de los previstos en
los articulos 53 LJCA y 126 LPA. Indudablemente, la Administra-~
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cién que pretenda la impugnacién ponderaria la conveniencia o no
de la reposicién en base a las circunstancias concurrentes del mas
vario orden: ostensibilidad de la infraccién, indole del acuerdo,
caracter e incluso composicién de la Corporacién autora del acto,
etcétera...

— Reduccién de los plazos para la interposicién y para la
resolucién expresa en cuanto que ello sea compatible con el prin-
cipio de audiencia a los afectados.

¢’) Impugnacién por la Comunidad Auténoma. Le es aplicable
cuanto hemos expuesto bajo el apartado b) anterior; naturalmente,
en el campo en que estin legitimadas para impugnar (arts. 46.2
y 474 del Proyecto).

b) EI requerimiento

Ya hemos aludido a este aspecto bajo el nimero precedente.
Insistimos ahora en que no obstante la expresién «podra requerir
a la Entidad interesada» (art. 47.1), parece que el requerimiento se
alza como presupuesto de la impugnacién. Ello resulta meridiana-
mente claro no sélo de lo expuesto, sino del contexto del nimero 3
del articulo 47. El requerimiento se configura, pues, como un autén-
tico presupuesto de admisibilidad del recurso contencioso-adminis-
trativo al modo del recurso de reposicién.

" Ahora bien, el problema que no aclara el Proyecto es si cabe que
la Administracién del Estado y la Comunidad Auténoma puedan, lisa
y llanamente, prescindir del requerimiento y acudir al proceso nor-
mal impugnatorio (art. 49). En una palabra, formular dentro del
plazo del mes recurso de reposicién y, eventualmente, frente a una
denegacién expresa o técita, interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo en los plazos establecidos en la Ley de la Jurisdiccién
Contencioso-administrativa. Cuestién cuyo simple enunciado revela
su trascendencia. La Administracién podria sentirse tentada de
prescindir de ese requerimiento para acudir a la via normal, tanto
mas que del contexto de los niimeros 1 y 3 del articulo 47 cabe es-
timar que el requerimiento es obligado tnicamente en el supuesto
de ejercicio directo de la accién contencioso-administrativa. Real-
mente es dificil pronunciarse en uno u otro sentido. Pues, no exis-
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tiendo norma prohibitiva, puede mantenerse que la Administraciéon
impugnante goza de facultades optativas, amén de que, a la postre,
los miembros corporativos desprovistos de opcién han de someter-
se a la normativa ordinaria, como se infiere de cuanto llevamos
analizado. Mas, por otro lado, no podemos sustraernos a pensar
que la especialidad de la impugnacién, derivada de esa singular le-
gitimacién basada en la exclusiva defensa del Ordenamiento juri-
dico, sin ningin otro interés, exige que una y otra Administracién
se sujeten en todo caso al procedimiento establecido, y sélo les
quedaria la puerta abierta al proceso normal cuando se hallen ac-
tivamente legitimadas por titulo distinto al configurado en el ar-
ticulo 46.2; o sea cuando concurra en ellas la cualidad de intere-
sado conforme a la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-adminis-
trativa.

c¢) Plazo

Abordamos ahora un punto respecto del que el Proyecto se calla
casi absolutamente. La unica referencia que tenemos es el articu-
lo 47.3, que sélo de una forma indirecta y para algin supuesto alu-
de al inicio del plazo de interposicién, pero no cual sea éste. Po-
driamos aventurar que las disposiciones complementarias de des-
arrollo aborden este problema, pero, naturalmente, no es seguro.

a) Por de pronto, venimos sosteniendo que respecto de miem-
bros corporativos y a efectos impugnatorios tan sélo existe la es-
pecialidad de su legitimacidn; el corolario de ello es que el recurso
contencioso-administrativo que interpongan esta, en cuanto a pla-
zo, sometido a la normativa general, y puesto que también ha de
interponer recurso de reposicién, esa normativa seria, obviamente,
los niimeros 1 y 2 del articulo 58 de la Ley de la Jurisdiccién. El
Unico problema que realmente se plantea seria el del inicio del
plazo para interponer la reposicién (arts. 52, d), y 59 de la misma
Ley), problema que ya es ajeno al asunto que estamos debatiendo,
aunque podria ser conflictivo. Y si se trata de interponer reclama-
cién econémico-administrativa estan sometidos igualmente a la
regulacién general de esta reclamacién.

b) El panorama cambia, ciertamente, cuando de impugnacién
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por la Administracién del Estado o por la Comunidad Auténoma se
trate y ejerciten el requerimiento. La verdad es que ante el silencio
del Proyecto es admisible imaginar distintas soluciones. Para nos-
otros la mas congruente seria la de fijar el plazo de dos meses,
tanto en caso de silencio ante el requerimiento como de acuerdo
expreso de no atenderlo comunicado en el plazo de quince dias (ar-
ticulo 47.3 del Proyecto); o sea, en cualquier caso, el plazo de los
dos meses parece que se abre con el transcurso de los quince dias,
no rehabilitdndose por el hecho de que la Entidad local dicte pos-
teriormente acuerdo de no atender el requerimiento.

Ahora bien, si se admite la equivalencia de requerimiento-re-
curso de reposicién, no seria descabellado pensar en la aplicacién
de los nimeros 1 y 2 del articulo 58 de la Ley de la Jurisdiccién.
Y si asimilamos requerimiento a peticién (art. 38 de la Ley de la
Jurisdiccién) habria base para aplicar el nimero 4 del repetido ar-
ticulo 58, bien que con los temperamentos necesarios: sustitucién
de los plazos de tres meses y denuncia de la mora (art. 38) por el
simple transcurso de los quince dias anejos al requerimiento; o
sea el plazo seria de dos meses en el caso de resolucién expresa y
de un afio desde la desestimacién presunta.

Como se ve, pueden barajarse soluciones varias. Confiemos en
que las dudas se disipen en su dia. ’

d) Representacion y defensa

Ya hemos abordado esta cuestién bajo el capitulo VI; lo que
alli sosteniamos es perfectamente aplicable a la regulaciéon del Pro-
yecto. Es mads, el silencio de éste respecto del articulo 118 de la
Ley de la Jurisdiccién hace perder virulencia al problema. Parece
fuera de duda que la representacién y defensa del Estado en el pro-
ceso impugnatorio corresponde a la Abogacia del Estado.

Con todo, hemos de resaltar ahora que el ejercicio de la accién
impugnatoria por los miembros de las Corporaciones, tanto en el
Proyecto de Ley como en la legalidad vigente (art. 9 Ley 40/1981),
puede resultarles bastante gravoso. De ahi derivara, creemos, que
las impugnaciones hayan de contarse con los dedos, ya no en una
Corporacién, sino computando las de toda Espafia. Opinamos que
la efectividad practica de esa funcién por los miembros corpora-
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tivos exige revestir la impugnacién de ciertas especialidades que la
hagan menos onerosa, como podrian ser: comparecencia directa,
similarmente al régimen previsto en el articulo 33.3 LJCA para los
funcionarios publicos, y reintegro de las costas procesales, honora-
rios de Letrado y derechos de Procurador por parte de la Entidad
local demandada, cuando la impugnacién culmine en sentencia es-
timatoria; realmente, al miembro corporativo que pecha con una
funcién orientada a defender pura y simplemente la aplicacién de
la legalidad debiera ser indemnizado de los gastos que ello le com-
porte.

e) Procedimiento

Nada autoriza a pensar que el Proyecto contemple un procedi-
miento distinto del recurso contencioso-administrativo ordinario,
dejando a salvo las especialidades de: legitimacién, sustitucién del
recurso de reposicidon por el requerimiento y la suspensién de la
ejecutividad del acto impugnado (art. 48). Mas adn, seria acorde
con el sistema que el articulo 118 de la Ley de la Jurisdiccién quede
derogado, aunque, naturalmente, no cabe descartar, antes bien se-
ria deseable, que la legislacién que se dicte en desarrollo establezca
un procedimiento especial sumario para la sustanciacién de este
tipo de impugnaciones. Cuando la impugnacién consista en recla-
macién econémico-administrativa (miembro corporativo) el proce-
dimiento también es el mismo que si se hubiera desencadenado por
un particular interesado.

4, LAS ESPECIALIDADES DEL ARTICULO 48

El articulo 48 del Proyecto recoge los dos primeros parrafos
del articulo 8.1 de la Ley 40/1981, con el aditamento de referirse
también a la Comunidad Auténoma. Omite, en cambio, el tercer pa-
rrafo, que remite al procedimiento establecido en el articulo 118 de
la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa.

Dentro del esquema del Proyecto, el articulo 48 constituye, a
nuestro modo de ver, un caso singular del régimen impugnatorio re-
gulado en los articulos 46 y 47. La singularidad consiste, simple-
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mente, en que ademas de la infracciéon del Ordenamiento juridico,
exigencia comun, se destaca que el acto o acuerdo impugnado afec-
te directamente a materias de la competencia del Estado o de la
Comunidad Auténoma. Cuando esa concurrencia se dé, infraccién
del Ordenamiento juridico en materia que afecta a la competencia
del Estado o de la Comunidad Auténoma, la impugnacién conlleva
la suspensién del acto o acuerdo. Se trata ya no sélo de defender
la legalidad, sino la competencia.

Y asi entendido, como caso singular, le es aplicable cuanto lle-
vamos dicho. Habremos de formular algunas precisiones.

Legitimacion.—Con caracter general, la legitimacién para im-
pugnar incumbe a los mismos Entes o personas citados en el ar-
ticulo 46.2, en tanto que se produce una infraccién del Ordena-
miento juridico. Ahora bien, como quiera que se persigue una de-
fensa enérgica e inmediata del principio de la competencia, la sus-
pensién del acto o acuerdo se produce tan sé6lo cuando el impug-
nante es el presunto titular de la competencia, Administracién del
Estado o Comunidad Auténoma.

Por consiguiente, la impugnacién por la Comunidad Auténoma,
en tanto que el acto o acuerdo recaiga sobre materia que afecte
directamente a su competencia y con infraccién de la legislacién
dictada por la misma, es generadora de la suspensién. En cuanto
a la Administracién del Estado, la impugnacién conlleva el mismo
resultado en tanto que el acto o acuerdo infrinja el Ordenamiento
juridico, cualquiera que sea el origen de éste, pero afectando di-
rectamente a materias de su propia competencia.

Suspension.—La impugnacién, en los términos expuestos, lleva
aparejada la suspensién del acto o acuerdo. De la literalidad del
Proyecto se infiere que la suspensiéon se produce precisamente en
el momento de la impugnacién. Véase, ademdas, que el Proyecto
restringe el concepto de impugnacién al ejercicio de la accién
contencioso-administrativa, no al requerimiento a la Corporacién
afectada, y como quiera que la impugnacién no es conocida por
ésta, parece que la Administracién del Estado o la Comunidad
Auténoma impugnantes debieran hacérselo saber, pues, en otro
caso, se corre el riesgo de que esa suspensién pueda ser mas teéri-
ca que practica, ya que el acuerdo puede estar ejecutado con ante-
rioridad a la impugnacién (art. 392 ROF). A nuestro juicio, la sus-
pensién debiera vincularse al requerimiento (art. 47 del Proyecto).
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Ahora bien, todavia nos queda un punto conflictivo. Nos referi-
mos a los Presupuestos, en que se ha erigido como norma el que no
cabe su suspensién (art. 81 del Reglamento de Procedimiento de
las Reclamaciones Econémico-administrativas), al menos en el sen-
tido de que el Presupuesto impugnado se aplicara provisionalmen-
te; y esto mismo se establece en el articulo 117.2 del Proyecto.
Véase también el articulo 26.4 de la Ley 40/1981, segun el que la
interposicién de reclamaciones o recursos no suspendera por si
sola la aplicacién provisional de las Ordenanzas fiscales y de los
Presupuestos aprobados por las Corporaciones locales. Pero e] ar-
ticulo 48 del Proyecto vincula en todo caso, sin restriccién alguna,
la suspensién a la impugnacién, por lo que, incluso en el supuesto

de impugnacién de Presupuestos y Ordenanzas, se produciria la
suspension.
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